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DECRETO 

(14 de mayo) '••' 

Sobre Dietas de los Diputados. 

El Congreso General de la República 
de Colombia. 

CONSIDERANDO: 

19 La necesidad urgente que hay de propor­
cionar recursos para la subsistecia de los dipu­
tados, especialmente cuando han venido de tan 
largas distancias, algunos sin haber recibido 
habilitación para su viaje, y la mayor parte 
contando ya cinco meses de haberse separado 
de sus casas; 

29 Que aunque por el Congreso de Venezue­
la está señalada la cuota de diez pesos diarios, 
el Tesoro exhausto y las atenciones de la mi­
licia no permiten que se haga efectiva esta 
asignación, ni aun en los términos que lo son 
otras; 

39 Que sus miembros desean dar un ejemplo 
de moderación reduciéndose al mínimum po­
sible, sin perjuicio de que después, si quisieren, 
reclamen ínt£¿'ramente la asignación en los tér­
minos indicados en la ley; 
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49 Que como estos son gastos comunes ordi­
narios, deben erogarse asimismo de los fondos 
comunes ordinarios y preexistentes: 

Ha venido en decretar y 

DECRETA: 

Artículo 19 La asignación alimenticia en di­
nero efectivo de los diputados al Congreso que­
da reducida a tres pesos diarios, que les serán 
satisfechos desde el día de la instalación del 
Congreso. 

Artículo 29 El Poder Ejecutivo tendrá anti­
cipadamente todos los meses a disposición de 
la persona que se señalare por el Presidente 
del Congreso, la cantidad bastante para el pago 
de estas asignaciones. 

Artículo 39 Tendrálo entendido el Poder Eje­
cutivo para su cumplimiento. 

Palacio del Congreso General, en el Rosario 
de Cúcuta, mayo 12 de 1821-119. 

El Presidente del Congreso, doctor Félix Res-

trepo. El Diputado Secretario, Francisco Soto-

El Diputado Secretario, Miguel Santamaría-

Palacio del Gobierno, en el Rosario 

de Cúcuta, a 14 de mayo de 1821 

Ejecútese. 

ANTONIO NARIÑO. Por Su Excelencia el 
Vicepresidente de la República, el Ministro, 
Pedro Gual. 
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DECRETO 

(29 de mayo) 

Para que informe el Poder Ejecutivo sobre el estado y 
alteraciones de la Hacienda Nacional, mejoras que con­
vengan y presupuestos de los gastos civiles y militares. 

El Congreso General de la República 
de Colombia. 

CONSIDERANDO: 

19 Que uno de los objetos que ha debido lla­
mar y ha llamado su primera atención, es el 
de la Hacienda Nacional; 

29 Que sip un conocimiento, por una parte, 
del pie en que estén sus diversas rentas, y por 
otra, de la lista civil y militar y demás gastos, 
no puede meditar las correspondientes mejo­
ras, ni calcular hasta qué punto sea necesario 
gravar a los pueblos con otros arbitrios extra­
ordinarios; 

39 Que aun cuando este Cuerpo no hubiese 
de permanecer el tiempo bastante para consa­
grarse por sí mismo a tan difícil y complicado 
trabajo, debe por lo menos promover el acopio 
de todos los presupuestos y materiales bastan­
tes, para pasarlos al Cuerpo Legislativo que ha­
ya de quedar, el cual despache este importante 
negocio con la preferencia que demandan los 
intereses y necesidades de la Patria: 

Ha venido en decretar y 

DECRETA: 

Artículo único. Que el Poder Ejecutivo infor­
me con la posible brevedad: 
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19 Cuál ha sido en los dos últimos años el 
producto de cada una de las rentas ordinarias 
de Cundinamai'ca y Venezuela. 

29 Si se han suprimido algunas de las esta­
blecidas por el antiguo Gobierno o qué varia­
ciones hayan sufrido las existentes, tanto en el 
sistema de su administración y recaudación, 
como en su cuota; acompañando cualesquiera 
providencias o reglamentos que se hayan dic­
tado haciendo estas declaraciones. 

39 Qué contribuciones, donativos y otros re­
partimientos extraordinarios han sido impues­
tos; y a cuánto han montado sus productos. 

49 A cuánto ascienda el total de los bienes 
nacionales, adquiridos por secuestro y confis­
cación, o por otras causas, con especificación 
de los que sean consistentes en muebles, y de 
los que en raíces; cómo se administran, y uti­
lidades que producen. 

59 Que acompañe listas del número de em­
pleos militares y civiles que hay en la Repúbli­
ca, y de la fuerza a que ascienden las diferen­
tes Divisiones del Ejército, con expresión del 
sueldo asignado a cada plaza, y lo que se paga 
de contado. 

69 Que acompañe también una razón de los 
gastos hechos, y el presupuesto de los que es 
necesario hacer. 

79 Que exprese las existencias que haya en 
los fondos públicos; y 

89 Últimamente, que exponga o acompañe 
los proyectos o planes que juzgue convenientes 
para mejorar los ramos establecidos, suprimir 
alguno, o establecer otro nuevo. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 
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Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en la villa del Rosario de Cúcuta, a 
28 de mayo de 1821-119 de la independencia. 

El Presidente del Congreso, Alejandro Osorio. 
El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. El 
Diputado Secretario, Francisco Soto. 

Palacio del Gobierno, en la villa del Rosario 
de Cúcuta, a 29 de mayo de 1821-llQ. 

Ejecútese. 
ANTONIO NARIÑO. Por Su Excelencia el Vi­

cepresidente interino de la República, el Minis­
tro de Hacienda, Pedro Gual 

DECRETO 

(27 de Junio) 

Sobre indulto a varios delincuentes. 

El Congreso General de Colombia, 

deseando señalar con un rasgo de la piedad 
soberana la época venturosa en que se ha veri­
ficado su instalación, tan deseada de los bue­
nos, y consolidándose la unión de Venezuela y 
la antigua Nueva Granada, que en adelante 
deben formar una sola República, feliz por la 
sabiduría de sus leyes constitutivas, poderosa 
por sus riquezas e inmensos recursos, respeta­
ble por sus virtudes y por el valor y constancia 
que la han conducido a la altura en que hoy se 
presenta al universo; y considerando que no 
puede gozar completamente de la dicha que le 
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prepara este suceso memorable, sin aliviar an­
tes en cuanto lo permitan las leyes, la política 
y la situación de la República, la suerte de los 
desgraciados que gimen bajo el peso de sus 
crímenes; ha venido en conceder, como por el 
presente concede, un indulto general a los de­
lincuentes que sean capaces de él y que puedan 
gozarlo, sin que resulte perjuicio de tercero ni 
a la causa pública, a fin de poner nuevamente 
en el camino del honor y de la virtud a todos 
aquellos que por la debilidad de la naturaleza 
humana, por falta de luces y por consecuencia 
de las disensiones civiles hayan sido y estén to­
davía extraviados de él. : 

En consecuencia ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Gozan de este indulto todos los 
presos que se hallen en las cárceles de la Re­
pública, siempre que no hayan cometido los de­
litos de homicidio voluntario, falsificación de 
moneda, mala versación de caudales públicos, 
rapto, hurto calificado o simple, incendio, bes­
tialidad, sodomía y desafío. 

Articulo 29 Son también exceptuados de la 
gracia los conspiradores contra la República, 
sin perjuicio de lo acordado en el articulo 79 
del Tratado de regularización de la guerra (1). 

(1) El artículo a que se hace referencia es el siguiente: 
"Artículo 7"? Originándose esta guerra de la diferen­

cia de opiniones, hallándose con vínculos y relaciones 
muy estrechos los individuos que han combatido encar­
nizadamente por las dos causas, deseando economizar la 
sangre cuanto sea posible, se establece que los militares 
o empleados que habiendo antes servido a cualquiera de 
los dos Gobiernos, hayan desertado de sus banderas y 
se aprehendan bajo las del otro, no puedan ser castiga­
dos con pena capital. Lo mismo se entenderá con respecto 
a los conspiradores y desafectos de una y otra parte". 
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Artículo 39 Este indulto es extensivo a los 
reos fugitivos, ausentes y rebeldes, procesados o 
no procesados, que en el término de seis meses, 
si se hallan fuera de Colombia, y en el de cua­
tro, si existen en el territorio de la República, 
se presenten a cualesquiera justicias, para que 
dando éstas cuenta a los tribunales en donde 
penda su causa, se proceda a la declaración de 
la gracia. .'• ' - .̂  

Artículo 49 Sólo son comprendidos en el in­
dulto, bajo las excepciones del artículo 19, los 
delitos cometidos antes de su publicación, y 
de ningún modo los posteriores. 

Artículo 59 Gozan también del referido in­
dulto los reos no sólo sentenciados, sino tam­
bién rematados, aunque estén en camino para 
su destino, con tal que no estén ya sufriendo 
su condena, y que no lo hayan sido por los de­
litos exceptuados en los artículos 19 y 29. 

Artículo 69 El término de la perpetración de 
los delitos y el que se señala a los fugitivos y 
ausentes, debe contarse hasta y desde el día de 
la publicación en la capital de la República, 
de las vicepresidencias, gobiernos y comandan­
cias generales. 

Artículo 79 El indulto es también extensivo 
a los desertores de los ejércitos, escuadras, fuer­
zas sutiles y apostaderos, con tal que se pre­
senten en los términos señalados en el artículo 
39 y que la deserción se haya consumado an­
tes de la publicación de esta gracia en las ca­
pitales referidas, en el Cuartel General en Je­
fe y en el Divisionario má.s inmediato-

Articulo 89 Los desertores que se acojan al 
indulto en los términos y con las condiciones 
expresadas, quedan libres de toda pena, pero 
no de continuar en el servicio. 
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Artículo 99 Los desertores deben presentarse 
a cualquier oficial comandante de destacamen­
to, de cuerpra, de plaza o de ejército que resida 
en el pueblo en que se hallen o en el más 
inmediato; y en el caso de gran distancia po­
drán hacerlo a cualquier juez ordinario o pe­
dáneo, quienes darán cuenta a los jefes respec­
tivos para que se aplique la gracia por quien 
corresponda, con arreglo a las leyes existentes. 

Artículo 10. Los Esclavos destinados al servicio 
de las armas que hayan cometido el delito de 
deserción, si se hallaren en las provincias en 
donde residen sus antiguos amos, gozarán de 
este indulto si se acogen a él, como los demás 
desertores; y una vez que les sea aplicada la 
gracia elegirán uno de los dos extremos, o el 
de volver a su antigua esclavitud o el de con­
tinuar en el servicio de las armas. 

Artículo 11. En fin, el indulto comprende 
también a los enemigos de la independencia 
que, estando en el territorio de la República, 
se presentaren a jurar fidelidad al Gobierno; 
a los cuales se concederá pasaporte, si lo pidie­
ren, para salir de él dentro de un término pe­
rentorio y proporcionado. 

Artículo 12. Comuniqúese al Gobierno para 
su publicación y puntual cumplimiento. 

Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 25 de 
junio de 1821-119 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Miguel San­
tamaría- El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
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Palacio del Gobierno, en el Rosario 
de Cúcuta, a 27 de junio de 1821. 

Cúmplase, publíquese y comuniqúese a quie­
nes corresponda. 

NARIÑO. Por Su Excelencia el Vicepresiden­
te interino de la República, el Ministro del In­
terior, Diego Bautista Urbaneja. 

RESOLUCIÓN 

(30 de Junio) 

Sobre las formalidades que deben practicarse para la 
erección de villas. 

El Congreso General de Colombia, 

habiendo tomado en consideración la solicitud 
de Enrique Puyana que hace a nombre de los 
vecinos de Bucaramanga, en la Provincia de 
Pamplona, pidiendo se restituya a aquella pa­
rroquia el título de viUa que en la primera épo­
ca de la República obtuvo, acordó que se oyese 
sobre el particular el informe de una comisión 
de sus miembros; la cual, habiéndosele peisado 
el expediente, lo evacuó en los términos si­
guientes : 

"La Comisión de Legislación ha visto la so­
licitud que el ciudadano Enrique Puyana hace 
con poder de algunos vecinos de Bucaramanga, 
en la que pide se restituya a aquella parroquia 
el título de villa que le concedió el Gobierno 
Provincial de Pamplona, en la primera época 
de la República. Para esforzar su petición jus-



tífica con documentos el patriotismo de aquel 
vecindario, y los relevantes servicios que ha 
hecho a la Patria. 

"El erigir nuevas villas o ciudades es materia 
delicada y de mucha importancia, en la que 
juzga la Comisión que Vuestra Majestad debe 
proceder con grande tino y circunspección- Por 
tanto, hallándose informe y desnuda de los do­
cumentos necesarios la solicitud de los vecinos 
de Bucaramanga, la Comisión es de sentir que 
se pase al Poder Ejecutivo para que mande se 
practiquen las diligencias siguientes: 

" 1 ^ Sobre la necesidad y utilidad pública de 
que se erija la nueva villa de Bucaramanga. 

"2?- Qué propios pueden asignársele. 
"3^ Cuál es su población, y la de los lugares 

que deben componer aquel cantón capitular-
"4^ Cuáles son los límites que han de fijarse. 
"Fuera de esto, debe oírse el informe del Ca­

bildo de quien dependía Bucaramanga y del 
Gobernador de la provincia, agregándose las 
resoluciones que se citan del Vicepresidente de 
Cundinamarca y del Libertador Presidente. 
El expediente no se elevará a Vuestra Majestad 
hasta que a juicio del Poder Ejecutivo no se 
halle en estado de resolverse definitivamente". 

Y enterado el Congreso de la anterior expo­
sición resolvió en consecuencia lo que sigue: 

Se aprueba el dictamen o informe de la Co­
misión de Legislación. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, cn el Rosario de Cúcuta, a 30 de 
junio de 1821-119. 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco 
Soto. E] Diputado Secretario, Antonio José Caro­
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• LEY (1) 

(4 de Julio) 

Sobre exención de derechos a la importación de fusiles 
y plomo, y rebaja de ellos a la de las mercaderías que 

se introdujeren juntamente. 

El Congreso General de Colombia, 

con el objeto de aumentar los ejércitos de la 
República, de armarlos convenientemente, y de 
adquirir las armas y municiones necesarias con 
la mayor economía, ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Todos los fusiles que se intro­
duzcan por los puertos de la República, igual­
mente que el plomo, son libres de todo derecho. 

Artículo 29 Toda cantidad de mercancías de 
un valor igual al de los fusiles y plomo intro­
ducidos en los mismos buques, pagarán un 5 
por ciento menos de los derechos que actual­
mente se cobran en las aduanas: las mercan­
cías que excedan al valor igual de los fusiles 
no tendrán aquella rebaja. 

Artículo 39 Para que las mercancías gocen 
de esta gracia es necesario que los fusiles que 
las acompañen sean de recibo por su calidad 
superior; y así, a la liquMación de los derechos 
precederá el reconocimiento dispuesto por el 
jefe militar de la plaza en que se introduzcan-

Artículo 49 Los fusiles que resulten de reci­
bo serán pagados fielmente con los mismos 

(1) Esta ley fue íntegramente derogada y sustituida 
por la de 28 de marzo de 1825, número 218 de orden. 

ai 



derechos que causare cada negociación, y en 
caso de que no vengan acompañados de otras 
mercancías, con cualesquiera otros fondos, de 
manera que jamás se retarde el pago más de 
cuatro meses, a menos que el introductor no 
se convenga voluntariamente en un plazo más 
largo. 

Artículo 59 Comuniqúese al Gobierno para su 
publicación y debido cumplimiento-

Dada en el Palacio del Congreso General, en 
el Rosario de Cúcuta, a 26 de junio de 1821-119 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Miguel San­
tamaría. El Diputado Secretario, Francisco Soto, 

Palacio del Gobierno, en el Rosario, 
julio 4 de 1821-

Cúmplase, publíquese y comuniqúese a quie­
nes corresponda. 

ANTONIO NARIÑO. Por Su Excelencia el Vi­
cepresidente interino de la República, el Minis­
tro de Hacienda, Pedro Gual. 

DECRETO 

(4 de Julio) 

Sobre formación de un ejército de reserva y exacción 
de un empréstito hipotecando las rentas nacionales. 

- El Congreso General de Colombia, 

oída la exposición que en 15 de mayo de este 
año hace el General Vicepresidente de Cundi-
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namarca del estado militar del Departamento 
y de la necesidad de nuevos, extraordinarios y 
prontos fondos para sostener el Cuerpo de re­
serva que debe organizar, según las órdenes 
del Gobierno, para terminar en poco tiempo 
una guerra que prolongándose más asolaría el 
país, y 

CONSIDERANDO: 

Que pueblos que han sentido por más de tres 
años el peso de un despotismo vengativo y sus­
picaz, el que con tanta gloria han alejado des­
pués, haciendo para ello sacrificios heroicos de 
todos géneros, no pueden ni deben negarse a 
continuarlos para concluir felizmente su mis­
ma obra y no exponerse a caer en el cautiverio, 
que si cabe, seria más bárbaro y feroz; y re­
cordando que todos los hijos de Colombia son 
defensores natos de la Patria, obligados a to­
mar las armas cuando sean requeridos por el 
Gobierno, y que además es un deber sagrado 
de todos concurrir con sus facultades para que 
tenga efecto la defensa de la República y el es­
tablecimiento de su independencia y libertad, 
ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 En el Departamento de Cundina­
marca se levantará un cuerpo de reserva de 
ocho a diez mil hombres, cuyo alistamiento, or­
ganización, instrucción y disciplina, dispondrá 
su Vicepresidente en cumplimiento de las ór­
denes del Libertador Presidente a las cuales en 
nada se deroga, conformándose a los reglamen­
tos que se hayan expedido sobre la materia; y 
para cuya ejecución el mismo Vicepresidente 
temará las más seguras precauciones a fin de 
que se guarde la debida proporción con la po-
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blación respectiva de cada provincia, sin dar 
lugar a las quejas que siempre produce la 
desigualdad. 

Artículo 29 Como esta masa de tropas aumen­
ta considerablemente los gastos de la lista mi­
litar, sin que alcancen a cubrirlos las rentas 
ordinarias ni los productos de los impuestos es­
tablecidos, mientras se hace el arreglo general 
y uniforme en el ramo de Hacienda, el mismo 
Vicepresidente abrirá y llevará a efecto, a la 
mayor brevedad, en su Departamento, un em­
préstito forzoso de doscientos mil pesos, que se­
rán fielmente pagados en las aduanas y teso­
rerías en el término y modo que se dispone en 
el presente decreto. 

Artículo 39 A cada prestamista se dará carta 
de crédito de la cantidad con que contribuya. 

Artículo 49 Estas cartas de crédito pueden 
endosarse y girar en el tráfico interior, y se 
admitirán en pago en todas las tesorerías na­
cionales. 

Artículo 59 Los pagos se harán en ellas, sin 
necesidad de una orden especial, por cuartas 
partes; y comenzarán a verificarse cumplidos 
los primeros seis meses contados desde las fe­
chas de las respectivas cartas. 

Artículo 69 Los prestamistas serán indemni­
zados con el interés de medio por ciento al mes, 
el cual les será pagado con las partes respecti­
vas del capital en el tiempo y períodos de aquél. 

Artículo 79 Para facilitar estos pagos se da­
rán a cada prestamista cuatro cartas de eré 
dito, todas de una misma fecha, y pagaderas 
la primera al vencimiento de los seis primeros 
meses, la segunda a los doce, la tercera a los 
diez y ocho, y la cuarta a los veinticuatro. 

Artículo 89 Al pagarse en las oficinas res­
pectivas cada cuarta parte se pagará también 
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el interés del total vencido en cada plazo; y 
para este efecto en cada carta se expresará 
también la suma del interés pag'adero al fin 
de cada período. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para que 
disponga que se ejecute y tenga su debido cum­
plimiento-

Dado en el Palacio del Congreso General, en 
el Rosario de Cúcuta, a 30 de junio de 1821. 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco So­
to. El Diputado Secretarío, Miguel Santamaría. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario 
de Cúcuta, a 4 de julio de 1821. 

Cúmplase, publíquese y comuniqúese a quie­
nes corresponda-

ANTONIO NARIÑO. Por Su Excelencia el Vi­
cepresidente interino de la República, el Minis­
tro de Hacienda, Pedro Gual, 

DECRETO 
(4 de Julio) 

Sobre emisión de doscientos mil pesos en libranzas contra 
las salinas de Zipaquirá, Nemocón y Tausa. 

El Congreso General de Colombia, 

deseando proveer de medios y arbitrios con que 
pueda equiparse y socorrerse el ejército de re-
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serva, que debe levantarse en el Departamento 
de Cundinamarca para terminar felizmente la 
guerra que con tanta obstinación sostiene el 
Gobierno español contra la República, mientras 
puede hacer el arreglo de la Hacienda Nacional, 
acordando los impuestos más productivos, me­
nos gravosos y de más cómoda exacción, ha 
venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Se emitirán por el Vicepresidente 
de Cundinamarca doscientos mil pesos en li­
branzas de seis, doce, diez y ocho y veinticua­
tro pesos contra las salinas de Zipaquirá, Ne­
mocón y Tausa-

Artículo 29 Estas libranzas serán numeradas 
y precavidas contra todo fraude y falsificación. 

Artículo 39 Las libranzas serán firmadas por 
el Vicepresidente de Cundinamarca y por el Su­
perintendente General de Hacienda, e interve­
nidas por los Ministros del Tesoro de Bogotá; 
y la fórmula será ésta: Pagúense en las salinas 
de Zipaquirá, Nemocón y Tausa seis pesos de 
sal al que presentare ésta (lo mismo las de los 
otros valores). 

Artículo 49 Estas libranzas serán admitidas 
en dichas salinas con preferencia a la moneda 
preciosa; y sus respectivos administradores se­
rán responsables de cualquiera contravención 
a lo dispuesto. 

Artículo 59 Las libranzas serán admitidas en 
toda clase de contratos como moneda preciosa. 

Artículo 69 Ellas se admitirán también en 
pago de deudas y derechos en las oficinas de la 
República. 

Artículo 79 Con las mismas podrán pagarse 
los sueldos de los empleados que no están a más 
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de dos días de distancia de Bogotá, para que 
puedan hacerlas efectivas sin dificultad. 

Artículo 89 Todo el que resistiere admitirlas 
en pago de sueldos, deudas o como precio de 
las ventas, será castigado irremisiblemente por 
la primera vez con la pena del duplo; por la se­
gunda, con la del cuadruplo, y por la tercera, 
con la misma y la de destierro por un año. 

Artículo 99 Cuando todas las libranzas hayan 
sido pagadas en las salinas, de donde se ente­
rarán en las cajas del Tesoro Nacional, quedan 
naturalmente amortizadas, y no podrán circu­
lar nuevamente sino por otra ley del Congreso. 

Comuniqúese al Gobiemo para que disponga 
su pronta y puntual ejecución. 

Dado en el Palacio del Congreso General, en 
el Rosario de Cúcuta a 30 de unió de 1821-119 

El Presidente del Congreso, José Ignacio üe 
Márquez Barreto. El Diputado Secretario, Mi­
guel Santamaría- El Diputado Secretario, Fran­
cisco Soto. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario 
de Cúcuta, Julio 4 de 1821. 

Cúmplase, publíquese y comuniqúese a quie­
nes corresponda. 

ANTONIO NARIÑO. Por su Excelencia el Vi­
cepresidente interino de la República, el Minis­
tro de Hacienda, Pedro Gual 
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8 
LEY (1) 

(21 de Julio) 

Sobre la libertad de los partos, manumisión y abolición 
del tráfico de esclavos. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

19' Que el último Congreso de Venezuela 
recomendó muy vivamente al de Colombia, que 
tomase en consideración la suerte de los es­
clavos que existen en el territorio de la Re­
pública. 

29 Que siguiendo los principios eternos de 
la razón, de la justicia y de la más sana polí­
tica, no puede existir un gobierno republicano 
verdaderamente justo y filantrópico, si no tra­
ta de aliviar en todas las clases a la humani­
dad degradada y afligida. 

39 En fin, que un objeto de tan grande tras­
cendencia para la República se debe realizar 
extinguiendo gradualmente la esclavitud; de 
modo que sin comprometer la tranquilidad pú­
blica, ni vulnerar los derechos que verdadera­
mente tengan los propietarios, se consiga el 
que dentro de un corto número de años sean 
libres todos los habitantes de Colombia, 

(1) Véase el artículo 18 de la ley de 29 de mayo de 
1842, número 1376 de orden; el artículo 13 de la ley de 
21 de mayo de 1851, número 2071 de orden, y el artículo 
19 de la ley de 17 de abril de 1852, número 2129 de 
orden, y también la ley de 18 de febrero de 1825, número 
205 de orden. 



DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Serán libres los hijos de las es­
clavas que nazcan desde el día de la publica­
ción de esta ley en las capitales de provincia, 
y como tales se inscribirán sus nombres en los 
registros cívicos de las municipalidades y en 
lo.̂ i libros parroquiales. 

Artículo 29 Los dueños de esclavas tendrán 
la obligación precisa de educar, vestir y ali­
mentar a los hijos de éstas, que nazcan desde 
el día de la publicación de la ley; pero ellos, en 
recompensa, deberán indemnizar a los amos 
de sus madres los gastos impedidos en su crian­
za con sus obras y servicios, que les prestarán 
hasta la edad de diez y ocho años cumplidos. 

Artículo 39 Si antes de cumplir la edad se­
ñalada quisieren los padres, los parientes u 
otros extraños sacar al niño o joven, hijo de 
esclava, del poder del amo de su madre, paga­
rán a éste lo que regule justo por los alimentos 
que le ha suministrado, lo que se verificará por 
un avenimiento particular o por el prudente 
arbitrio del juez. 

Artículo 49 Cuando llegue el caso de que por 
haber cumplido los diez y ocho años salgan 
los jóvenes del poder de los amos de sus ma­
dres, será una obligación de éstos el informar 
a la junta de que se hablará después, sobre la 
conducta y procedimientos de los expresados 
jóvenes, a fin de que promueva con el Gobier­
no el que se les destine a oficios y profesiones 

>íótiles. 
; Artículo 59 Ningunos esclavos podrán ven­
derse para fuera de la provincia en que se ha­
llen, separándose los hijos de los padres; esta 
prohibición sólo subsistirá hasta que los hijos 
lleguen a los años de la pubertad. 
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»' Artículo 69 Se prohibe absolutamente la ven­
ta de esclavos para fuera del territorio de Co­
lombia, lo mismo que su extracción con igual 
objeto de venta. Cualquiera que infrinja esta 
disposición estará obligado a restituir dentro 
de cuatro meses los esclavos extraídos, los que 
por el mismo hecho quedarán libres. En caso 
de no verificarse la restitución, el infractor pa­
gará la multa de quinientos pesos por cada es­
clavo, los que se aplican para los fondos de ma­
numisión (1). 

Artículo 79 Se prohibe la introducción de es­
clavos de cualquiera manera que se haga; 
prohibiéndose asimismo que ninguno pueda 
traer como sirviente doméstico más de un es­
clavo, el cual no podrá enajenarse en el país, 
y a su arribo a los puertos de Colombia se hará 
entender al introductor la obligación de reex­
portarlo en que queda constituido, dando para 
ello las seguridades convenientes. Los escla­
vos introducidos contra la prohibición de esta 
ley, serán por el mismo hecho libres (2). 

;, Artículo 89 Se establecerá un fondo para la 
manumisión de esclavos, compuesto: 19, de un 
3 por 100 con que se grava, para tan piadoso 
objeto, el quinto de los bienes de los que mue­
ren, dejando descendientes legítimos; 29, de 
un 3 por 100 con que también se grava el ter­
cio de los bienes de los que mueren, dejando 
ascendientes legítimos; 39, del 3 por 100 del to­
tal de los bienes de aquellos que mueren de­
jando herederos colaterales; 49, en fin, del 10 
por 100 que pagará el total de los bienes de los 
que mueren dejando herederos extraños. 

(1) Derogado por el artículo 49 de la ley de 22 de 
junio de 1843, número 1479 de orden. 

(2) Reformado por el artículo 1̂  de la ley de 28 de 
abril de 1847, número 1739 de orden. 
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Artículo 99 Para colectar estos fondos se es­
tablecerá en cada cabeza de cantón una jtmta 
llamada de manumisión, compuesta del primer 
juez del lugar, del yicario foráneo eclesiásti­
co, si lo hubiere, y por su falta, del cura, de 
dos vecinos y un tesorero de responsabilidad, 
los que nombrará el gobernador de la pro­
vincia (1). 

Artículo 10. Formadas las juntas, elegirán 
un comisionado en cada parroquia para que 
llevando listas de los que mueren y de las he­
rencias que dejan, se cobre con la mayor bre­
vedad y exactitud el impuesto de manumisión 
de esclavos, de que se hará cargo el tesorero con 
la debida cuenta y razón, para darla a su tiem­
po a quien corresponda. 

Artículo 11- Los tesoreros de los fondos de 
manumisión presentarán anualmente sus cuen­
tas a los ministros principales del tesoro de la 
provincia; en donde no los haya, lo verificarán 
a los ministros principales de la más inmedia­
ta, pero las fenecerá el gobernador de la pro­
vincia en donde tuvieren su origen. 

2 Artículo 12. Anualmente en los días 25, 26 
y 27 de diciembre, destinados a las fiestas na­
cionales, la junta de manumisión de cada dis­
trito libertará los esclavos que pueda con los 
fondos existentes. Su valor se satisfará a los 
amos a justa tasación de peritos, escogiéndose 
para la manumisión los más honrados e indus­
triosos. 

Artículo 13. Cuando no haya esclavos en el 
cantón o provincia, los fondos se destinarán 
por el jefe del departamento a la manumisión 
de los esclavos de otra provincia; si no los hu-

(1) Derogado. Ley de 25 de junio de 1842, número 
1402 de orden. 
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biere en todo el departamento, el Presidente de 
la República designará los esclavos que deban 
manumitirse con aquellos fondos. 

Artículo 14. La contribución de que habla el 
artículo 89 quedará abolida por el mismo he­
cho de que se extinga la esclavitud en todo el 
territorio de la República; y ninguna autori­
dad podrá aplicar a otro destino la menor por­
ción de su producto-

Artículo 15. Se declaran perpetua e irrevoca­
blemente libres todos los esclavos y partos de 
esclavas que habiendo obtenido su libertad en 
fuerza de leyes y decretos de los diferentes go­
biernos republicanos, fueron después reducidos 
nuevamente a la esclavitud por el gobierno es­
pañol. Los jueces rdspectivos declararán la 
libertad acreditándose debidamente-

Comuníquese al Poder Ejecutivo para su pu 
bücación y cumplimiento. 

Palacio del Congreso General de Colombia, 
a 19 de julio de 1821. 119. 

El Presidente del Congreso, José Manuel Res-
trepo. El Diputado Secretario, Francisco Soto. El 
Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio de Gobierno de Colombia, en el 
Rosario de Cúcuta, a 21 de julio de 1821. 11^ 

Publíquese y ejecútese en esta villa, y para 
que se haga lo mismo en todos los pueblos de 
la República, comuniqúese a los Vicepresiden­
tes de los Departamentos. 

CASTILLO. Por Su Excelencia el Vicepresi­
dente de la República, el Ministro del Interior, 
Diego Bautista Urbaneja. 
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DECRETO 

(22 de Julio) 

Sobre los confinados por medidas de seguridad pública. 

El Congreso General de Colombia, 

teniendo en consideración la solicitud de Te­
resa Pinzón, vecina de la ciudad de Tunja y 
confinada en la de Pore, por disposición del 
Gobernador de aquella provincia, sobre que se 
le indulte de la pena que sufría, por no haber 
sido oída ni juzgada legalmente; informado 
además de que otras personas podían hallarse 
en igual caso, pues que las circunstancias di­
fíciles en que se ha visto la Nación han obli­
gado a muchos funcionarios a tomar estas pro­
videncias extraordinarias y puramente econó­
micas, acordó la resolución siguiente: 

Dígase al Poder Ejecutivo que sin detrimento 
de la seguridad pública alivie la suerte de las 
personas que en vitrud de las circunstancias 
urgentes fueron confinadas o desterradas sin 
juicio formal; permitiéndoles según tenga por 
conveniente, bien restituirse a sus domicilios, 
o bien trasladarse a lugares más cómodos e in­
mediatos a aquellos en donde residen sus fami­
lias: exigiéndoles sí lo juzgare oportuno, fian­
zas o cauciones; y oyéndose en justicia a las 
que quieran manifestar su inocencia. 

Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, a 21 de julio de 1821. 

El Presidente del Congreso, José Manuel Res-
trepo. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

93 



Palacio del Gobierno de Colombia, en el 
Rosario de Cúcuta, a 22 de julio de 1821. 11'̂  

Ejecútese. ,, -

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior, Diego Bautista Urbaneja. 

10 / ' - - " 
^ DECRETO 

- • ' (23 de Julio) 

Sobre que cese el abuso de exigir derechos por pasaportes. 

El Congreso General de Colombia, 

enterado de la consulta que hace el Vicepresi­
dente de la República sobre el abuso que se ha 
introducido en algunas provincias, de exigir los 
gobernadores el derecho de dos pesos por los 
pasaportes que conceden, bien para ultramar, 
o bien para otras provincias; ha acordado lo 
siguiente: 

Expresando el Poder Ejecutivo que no hay ley 
que autorice a los gobernadores para exigir el 
derecho de los dos pesos por razón de pasapor­
tes, tomará las providencias oportunas y que 
sean de su resorte, para que en las provincias 
donde haya el abuso indicado, cese inmedia­
tamente, a fin de que los ciudadanos dejen de 
sufrir aquel gravamen; y que se imprima y pu­
blique este decreto para que llegue a noticia 
de todos. 
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Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 22 de 
julio de 1821. 

El Presidente del Congreso, José Manuel Res-
trepo. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 23 de julio de 1821. 11° 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por su Exce­
lencia el Vicepresidente interino de la Repú­
blica, el Ministro del Interior, Diego Bautista 
Urbaneja. . 

11 
DECRETO 

(23 de Julio) 

Sobre gracias y honores a los vencedores en la batalla 
de Carabobo. 

El Congreso General de la República de 
Colombia, 

instruido por el Libertador Presidente de la in­
mortal victoria que en el día 24 de junio pró­
ximo pasado obtuvo el ejército bajo su mando 
sobre las fuerzas reunidas del enemigo en los 
campos de Carabobo, y teniendo en conside­
ración; 
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19 Que por esta batalla ha dejado de existir 
el único ejército en que el enemigo tenía finca­
das todas sus esperanzas en Venezuela. 

29 Que la por siempre memorable jornada 
de Carabobo, restituyendo al seno de la patria 
una de sus más preciosas porciones, ha conso­
lidado igualmente la existencia de esta nueva 
República. 

39 Que tan glorioso combate e^ merecedor del 
agradecido recuerdo y eterna alabanza, tanto 
por la pericia y acierto del General en Jefe que 
lo dirigió, como por las heroicas proezas y ras­
gos de valor personal con que en él se distin­
guieron los bravos de Colombia. 

49 En fin, que es un deber de justicia pre­
sentar a sus ilustres defensores los sentimien­
tos de gratitud nacional, así como también pa­
gar el tributo de dolor a los que con su muerte 
dieron honor y vida a la Patria. 

Ha venido en decretar y 

DECRETA: 

19 Los honores del triunfo al General Simón 
Bolivar y al ejército vencedor bajo sus órdenes. 

29 No pudiendo verificarse en la capital de 
la República, tendrán lugar en la ciudad de Ca­
racas, quedando a cargo de sus autoridades, y 
particularmente de su ilustre Ayuntamiento, 
acordar las disposiciones necesarias a fin de que 
haga esta manifestación nacional, con la pom­
pa y dignidad posibles. 

39 En todos los pueblos de Colombia y Di­
visiones de los ejércitos, se consagrará un día 
a regocijos públicos, en honor de la victoria de 
Carabobo. 

49 El día siguiente a esta solemnidad se cele­
brarán funerales en los mismos pueblos y Divi-
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siones, en memoria de los valientes que fenecie­
ron combatiendo. 

59 Para recordar a la posteridad la gloria 
de este día se levantará una columna ática en 
el campo de Carabobo. El primer frente llevará 
esta inscripción: 

DIA 24 DE JUNIO DEL AÑO 119 

SIMÓN BOLÍVAR Vencedor 

ASEGURO LA EXISTENCIA DE LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA. 

Se hará después mención del Estado Mayor 
General. En los otros tres frentes se incribirán 
por su orden los nombres de los generales de 
las tres Divisiones de que se componía el ejér­
cito, y los nombres de los regimientos y bata­
llones de cada una, con los de sus respectivos 
comandantes. 

69 En el lado de la base que corresponde al 
frente de la segunda división se verá grabado: 

EL GENERAL MANUEL CEDEÑO, HONOR 
DE LOS BRAVOS DE COLOMBIA, MURIÓ 

VENCIENDO EN CARABOBO. 
NINGUNO MAS VALIENTE QUE EL. 

NINGUNO MAS OBEDIENTE AL GOBIERNO. 

En el lado de la base, que corresponde al fren­
te de la tercera División, se leerá: 

EL INTRÉPIDO JOVEN 
GENERAL AMBROSIO PLAZA 

ANIMADO DE UN HEROÍSMO EMINENTE 
SE PRECIPITO SOBRE UN BATALLÓN 

ENEMIGO. 
COLOMBIA LLORA SU MUERTE. 
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79 Se colocará en un lugar distinguido de 
los salones del Senado y Cámara de Represen­
tantes el retrato del General Simón Bolívar, 
con la siguiente inscripción: 

SIMÓN BOLÍVAR 
LIBERTADOR DE COLOMBIA 

89 Se concede al bizarro General José Anto­
nio Páez el empleo de General en Jefe, que por 
su extraordinario valor y virtudes militares le 
ofreció el Libertador a nombre del Congreso, 
en el mismo campo de batalla. 

99 Todos los individuos del ejército vencedor 
en aquella jornada, llevarán en el brazo izquier­
do un escudo amarillo, orlado con una corona 
de laurel, con este mote: 

VENCEDOR EN CARABOBO, AÑO 119 

10. El Libertador además presentará muy es­
pecialmente, a nombre del Congreso, el testi­
monio de agradecimiento nacional al esforzado 
Batallón Británico que pudo aún distinguirse 
entre tantos valientes, y sufrió la pérdida la­
mentable de muchos de sus dignos oficiales, 
contribuyendo de esta suerte a la gloria y exis­
tencia de su patria adoptiva. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su eje­
cución y cumplimiento en todas sus partes. 

Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en la villa del Rosario de Cúcuta, a 
20 de julio de 1821—119. 

El Presidente del Congreso, José Manuel Res-
trepo, El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 
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Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 23 de julio de 1821—IIQ 

Ejecútese, publíquese y comimíquese a quie­
nes corresponda. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior, Diego Bautista Urbaneja, 

12 
LEY (1) 

(6 de Agosto) 

Sobre aplicación a la enseñanza pública de los bienes 
de conventos menores. 

El Congreso General de la República de 
Colombia, 

deseoso de promover la instrucción pública, co­
mo uno de los medios más poderosos y seguros 
para consolidar la libertad e independencia, y 
considerando: 

19 Que por varias disposiciones antiguas, tan­
to pontificias como de los Reyes de España, es­
taba prohibida la subsistencia de los conven­
tos de regulares, en que no hubiera por lo 
menos ocho religiosos. 

(1) Esta ley fue adicionada por la de 7 de abril de 
1826, que lleva el número 284 de orden. Luego fue sus­
pendida por el decreto dictatorial de fecha 10 de julio 
de 1828, que lleva el número 450 de orden; puesta en 
vigor por la de 13 de enero de 1832, que lleva el número 
709 de orden, y por último derogada por el artículo 11 
de la ley de 15 de junio de 1853, número 2198 de orden. 



29 Que estas disposiciones tuvieron por obje­
to el que la disciplina regular no se relajase, 
como ordinariamente sucede en los pequeños 
conventos en que no hay el número expresado, 
de donde se originan males gravísimos a la re­
ligión y a la moral pública. 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Se suprimen todos los conventos 
de regulares que el día de la sanción de esta 
ley no tengan por lo menos ocho religiosos de 
misa, exceptuando solamente los hospitalarios 
(1). 

Artículo 29 Los edificios de los conventos su­
primidos se destinarán con preferencia por el 
Gobierno para colegios o casas de educación, y 
los restantes para otros objetos de beneficencia 
pública. Todos los bienes muebles, raíces, cen­
sos, derechos y acciones, que la piedad de los 
fieles había dado a los mencionados conventos, 
se aplican para la dotación y subsistencia de 
los colegios o casas de educación de las respec­
tivas provincias, a quienes pasarán con todos 
los gravámenes impuestos por los fundadores 
(2). 

Artículo 39 En las provincias en que haya en 
la actualidad colegios o casas de educación do­
tadas competentemente, podrá fundarse otra 
en un lugar proporcionado. De lo contrario, los 
bienes, casas y rentas de que habla el artículo 
anterior, se aplicarán a dar la suficiente dota-

(1) De la supresión decretada por este artículo que­
daron también eximidos los conventos menores de Pasto 
y el del Desierto de la Candelaria de Tunja, por ley de 
6 de marzo de 1832, número 725 de orden. 

(2) Véase la ley de 5 de mayo de 1834, número 836 
de orden. 



ción a los colegios ya fundados, lo que hará el 
Poder Ejecutivo, previos los informes necesa­
rios. 

Artículo 49 Se prohiben absolutamente des­
de el día de la sanción de esta ley, todas las re­
denciones de censos y enajenaciones de bienes 
muebles, raíces, derechos y acciones pertene­
cientes a los conventos de regulares que :no 
tengan el número asignado en el artículo 19, 
declarándose nulas, de ningún valor ni efecto. 

Artículo 59 El Poder Ejecutivo procederá al 
cumplimiento de esta ley de acuerdo con los res­
pectivos Ordinarios eclesiásticos en todo aque­
llo en que deba intervenir esta jurisdicción; y 
se le faculta para decidir las dudas que ocurran 
y allanar cuantas dificultades se presenten, 
consultando al próximo Congreso los puntos 
legislativos. 

Comvmíquese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en la villa del Rosario de Cúcuta, 
a 28 de julio de 1821—119 de la Independencia. 

El Presidente del Congreso, José Manuel Res-
trepo. El Diputado Secretario, Miguel de Santa­
maría. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 

Palacio del Gobierno de Colombia, en el 
Rosario de Cúcuta, a 6 de agosto de 1821—119 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior, Diego Bautista Urbaneja. 
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13 
LEY (1) 

(6 de Agosto) 

Sobre el establecimiento de escuelas de niñas en los 
conventos de Religiosas. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

19 Que la educación de las niñas y de las 
jóvenes que deben componer una porción tan 
considerable y de tanto influjo en la sociedad 
exige poderosamente la protección del Gobierno. 

29 Que en el estado actual de guerra y deso­
lación de los pueblos es imposible que el Go­
bierno de la República pueda proporcionar los 
fondos necesarios para escuelas de niñas y ca­
sas de educación para las jóvenes. 

39 En fin, que por motivos semejantes y por 
miras de una política justa y religiosa, los Re­
yes de España por una cédula y breve pontificio, 
expedidos antes de la transformación política 
de los países que hoy componen a Colombia, y 
posteriormente por otro breve inserto en el de­
creto de 8 de julio de 1816 habían prevenido 
que en todos los conventos de religiosas en que 
se juzgare conveniente se abrieran escuelas o 
casas de educación para las niñas, facultando 
el Sumo Pontífice a los muy Reverendos Arzo­
bispos, Reverendos Obispos y demás prelados, 
para hacer a las religiosas las dispensaciones 
necesarias al establecimiento de las menciona­
das escuelas y casas de educación. 

(1) Derogada. Artículo 11 de la ley de 15 de junio de 
1853. número 2198 de orden. 
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DECRETA LO SIGUIENTE: ; 

Artículo 19 Se establecerán escuelas o casas 
de educación para las niñas y para las jóvenes 
en todos los conventos de religiosas. Tales ins­
tituciones se pondrán en práctica, conforme al 
breve de Su Santidad, inserto en la cédula es­
pañola de 8 de julio de 1816 y demás concor­
dantes. 

Artículo 29 El Poder Ejecutivo, poniéndose de 
acuerdo con los muy Reverendos Arzobispos, Re­
verendos Obispos y demás prelados de las res­
pectivas diócesis episcopales, de quienes se es­
pera la más activa cooperación en beneficio de 
la moral pública y religión, procederá al esta­
blecimiento de las mencionadas escuelas o casas 
de educación, allanando cuantas dudas y difi­
cultades se presenten. 

Articulo 39 El mismo Poder Ejecutivo for­
mará los reglamentos para el gobierno econó­
mico de las escuelas y casas de educación ya 
establecidas, o que se establecieren en los con­
ventos de religiosas, procediendo de acuerdo con 
los Ordinarios eclesiásticos, en todo aquello en 
que éstos deban intervenir. 

Articulo 49 Conforme al breve de Su Santi­
dad los respectivos prelados eclesiásticos harán 
entender a las religiosas el importante servicio 
que van a hacer a Dios y a la Patria, dedicán­
dose con gusto y con la actividad que es de es­
perarse de su amor a la virtud y al bien público, 
a dar una completa educación a las niñas y a 
las jóvenes. 

Artículo 59 Los reglamentos de que habla el 
artículo 39 y las dudas que ocurrieren al Poder 
Ejecutivo, se consultarán con el próximo Con­
greso. 
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Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en la villa del Rosario de Cúcuta, a 
28 de julio de 1821. 

El Presidente del Congreso, José Manuel Res-
trepo. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio de Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 6 de agosto de 1821—119 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior y de Justicia, Diego Bautista 
Urbaneja. 

14 
LEY 

(6 de Agosto) 

Sobre establecimiento de colegios o casas de educación 
en las provincias, reforma de las constituciones y planes 
antiguos y formación de otro nuevo uniforme en toda 

la República. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

19 Que la educación pública es la base y fun­
damento del gobierno representativo y una de 
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las primeras ventajas que los pueblos deben 
conseguir de su independencia y libertad. 

29 Que establecido un buen sistema de edu­
cación, es preciso que la ilustración se difunda 
en todas las clases, con lo cual reconocerán sus 
respectivos deberes, promoviéndose de este mo­
do el sostenimiento de la religión y de la moral 
pública y privada, 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 En cada una de las provincias de 
Colombia se establecerá un colegio o casa de 
educación. 

Artículo 29 Fuera de la escuela de primeras 
letras tendrá por lo menos dos cátedras, una 
de gramática española, latina y principios de 
retórica, otra de filosofía y de los ramos de ma­
terna ticas que se juzguen más importantes a 
los moradores de la provincia. 

Artículo 39 En los colegios de las provincias 
que puedan verificarlo, habrá también una cá­
tedra de derecho civil patrio, del canónico y del 
natural y de gentes, una de teología dogmá­
tica, o cualesquiera otras que establezca la libe­
ralidad de los respectivos vecindarios con apro­
bación del supremo Gobierno. Tales estudios 
servirán para obtener grados en las respectivas 
universidades, bajo las reglas que se prescri­
birán. 

Artículo 49 Los fondos para la dotación de 
los colegios o casas de educación de las pro­
vincias se compondrán: 

19 De todas las capellanías fundadas en ca­
da una de las provincias para determinadas fa­
milias y en que se ignore quiénes son los llama­
dos a su goce. Hecha la completa averiguación, 
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requerirá el gobierno de la provincia a la auto­
ridad eclesiástica, cuando las capellanías fueren 
colativas, a fin de que haga la aplicación, y 
la verificará la potestad civil en las capellanías 
que fueren de legos; pero los colegios y casas 
de educación cumplirán con todas las cargas o 
pensiones impuestas por los fundadores (1); 

29 De los sobrantes de los propios de los ca­
bildos, después de satisfechas las dotaciones de 
escuelas y demás gastos precisos ordinarios o 
extraordinarios; 

39 De las donaciones o suscripciones volun­
tarias de los vecinos pudientes e interesados 
en la educación de sus hijos; las que promove­
rán los gobernadores y municipalidades; 

49 De todos los demás fondos que con los 
conocimientos locales excogiten los gobernado­
res y cabildos, cuyos proyectos dirigirán al su­
premo Gobierno de la República para su apro­
bación por la autoridad competente. 

Artículo 59 Se autoriza al Poder Ejecutivo 
para que en las provincias donde no resulta­
ren rentas bastantes para el establecimiento de 
las cátedras de que habla el articulo 29, pueda 
asignar su dotación de los fondos públicos, cuan­
do lo permitan las necesidades preferentes de 
la guerra y del crédito nacional, dando cuenta 
al Congreso para su aprobación. 

Artículo 69 Los colegios o casas de educa­
ción pública se establecerán, ya en las capita­
les de provincia, o ya en cualquiera otro lugar 
que a juicio del Poder Ejecutivo se crea más 
conveniente por su posición central, salubridad 
de su clima, bondad de su temperatura, existen­
cia de edificios u otros motivos semejantes. 

(1) Véase el artículo 11 de la ley de 15 de junio de 
1853, al fin, número 2198 de orden. 
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• Artículo 79 El Poder Ejecutivo fomentará por 
cuantos medios fuere posible el estudio de la 
agricultura, del comercio, de la minería y de 
las ciencias militares necesarias para la defen­
sa de la República. 

Artículo 89 El plan de estudios será unifor­
me en todos los colegios y casas de educación. 
Lo formará el Gobierno supremo, a quien se 
encarga también la reforma de las constitu­
ciones particulares de los colegios ya existen­
tes. El mismo Gobiemo hará los reglamentos 
necesarios para la averiguación, fomento, me­
jor administración y conservación de las ren­
tas y edificios destinados a la instrucción pú­
blica, todos los cuales presentará al próximo 
Congreso. 

Artículo 99 El Poder Ejecutivo llevará a efec­
to esta ley, resolviendo y allanando las dudas 
y dificultades que ocurran, para que a la ma­
yor brevedad posible principien los estudios de 
las provincias, dando cuenta al Congreso en su 
primera reunión. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para que 
disponga que se ejecute y tenga su debido 
cumplimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General, en 
el Rosario de Cúcuta, a 28 de julio de 1821. 

El Presidente del Congreso, José Manuel Res-
trepo. El Diputado Secretario, Miguel Santa­
maría. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
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Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 6 de agosto de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por su Exce­
lencia el Vicepresidente interino de la Repúbli­
ca, el Ministro del Interior y de Justicia, Diego 
Bautista Urbaneja, 

15 -
LEY (1) 

(6 de Agosto) 

Sobre establecimiento de escuelas de primeras letras 
para los niños de ambos sexos. 

El Congreso General de la República de 
Colombia, 

CONSIDERANDO: 

19 Que la educación que se da a los niños en 
las escuelas de primeras letras debe ser la más 
generalmente difundida, como que es la fuente 
y origen de todos los demás conocimientos hu­
manos. 

29 Que sin saber leer y escribir los ciudada­
nos no pueden conocer fundamentalmente las 
sagradas obligaciones que les imponen la reli­
gión y la moral cristiana, como tampoco los 
derechos y deberes del hombre en sociedad, para 
ejercer dignamente los primeros y cumplir los 
últimos con exactitud. 

(1) Esta ley fue derogada por el artículo 236 de la 
ley de 19 de mayo de 1834, número 849 de orden. 
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DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Habrá por lo menos una escuela 
de primeras letras en todas las ciudades, villas, 
parroquias y pueblos que tuvieren cien vecinos 
y de ahí arriba. 

Artículo 29 Para dotar en todo o en parte las 
escuelas de primeras letras se aplicarán con 
preferencia todas aquellas fundaciones o ren­
tas especialmente destinadas en algunos luga­
res para tan importante objeto, las que con el 
mayor cuidado se fomentarán y asegurarán por 
las autoridades y personas a quienes corres­
ponda. 

Artículo 39 Las ciudades y villas que tuvie­
ren asignados algunos propios, sean cuales fue­
ren, dotarán la escuela de los sobrantes de aquel 
ramo, satisfechos que sean los gastos comunes. 

Artículo 49 En todas las ciudades y villas en 
que no alcanzaren los propios, y en las parro­
quias en donde no haya alguna fundación es­
pecial para la dotación de la escuela de prime­
ras letras, la pagarán los vecinos. Con este fin 
los reunirá el primer juez del lugar y, manifes­
tándoles la importancia de aquel establecimien­
to, hará que cada uno se comprometa a dar 
mensualmente cierta suma proporcionada a sus 
facultades, consignándose tales ofrecimientos 
en una lista legalmente autorizada. 

Artículo 59 Sí de este modo no se comple­
tare la cantidad necesaria para la escuela, el 
cabildo en las ciudades y villas cabeceras de 
cantón, y en las demás parroquias el primer 
juez del lugar, asociado del cura (1) y de tres 
vecinos que nombrarán, procederán a hacer un 

(1) Véase el artículo 11 do la ley de 15 de junio de 
1853, número 2190 de orden. 
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repartimiento justo y moderado entre todos los 
vecinos que no dependan de otro, aun cuando 
sean solteros, a proporción de las facultades de 
cada uno, así como también se tendrá en con­
sideración para aumentar la cuota del repar­
timiento, el número de hijos para educar, que 
tengan los casados o viudos. Se exceptúan los 
pobres, cuyos hijos se enseñarán gratuitamen­
te. No se cobrará el repartimiento sin la apro­
bación del gobernador de la provincia, él que 
podrá reformar las injusticias y desigualdades 
que se cometan. 

Artículo 69 Será de cargo del primer juez de 
la ciudad, villa, parroquia o pueblo, el exigir 
por sí, o por comisionados de su satisfacción, la 
contribución para las escuelas de primeras le­
tras, y satisfacer mensualmente al maestro la 
cantidad que le corresponda, sin que éste deba 
entenderse con ningún otro. 

Artículo 79 En los pueblos de indígenas, lla­
mados antes de indios, las escuelas se dotarán 
de lo que produzcan los arrendamientos del so­
brante de los resguardos, los que se verificarán 
según las reglas existentes, o que en adelante 
se prescriban; pero si en el pueblo residieren 
otros vecinos que no sean indígenas, ellos con­
tribuirán también para la escuela, del modo 
que se expresa en los artículos anteriores. 

Artículo 89 El sueldo de los maestros se asig­
nará por los gobernadores de las provincias; 
será proporcionado a la población y riqueza de 
la ciudad, villa, parroquia o pueblo, debiéndose 
dar, por el vecindario respectivo, casa para 
la escuela y los demás útiles necesarios. 

Artículo 99 Los maestros de escuelas serán 
nombrados por los gobernadores de provincia, 
presentando terna los cabildos en las cabeceras 
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de cantón, y en los demás lugares, la junta de 
que habla el artículo 59. Ellos deberán ser exa­
minados por una comisión de tres individuos 
que nombrará la municipalidad. 

Artículo 10. En todas las ciudades, villas o 
parroquias en donde se establezcan colegios o 
casas de educación, la escuela se incorporará 
a tales establecimientos, y formará parte de 
ellos. 

Artículo 11. Los maestros deberán, por lo 
menos, enseñar a los niños a leer, escribir, la 
ortografía, los principios de aritmética, los dog­
mas de la religión y de la moral cristiana, con 
los derechos y deberes del hombre en sociedad. 

Artículo 12. Siendo de tanta importancia pa­
ra la República el que todos sus miembros apren­
dan estos principios, los jueces respectivos for­
marán un padrón exacto de los niños que haya 
en el lugar, de edad de seis hasta doce años, 
y obligarán a los padres que voluntariamente 
no lo hubieren hecho, lo que no es de esperarse, 
a que los pongan en la escuela dentro del tér­
mino de un mes después que hayan cumplido 
la edad o se haya establecido la escuela de la 
parroquia. Los que no lo verifiquen, incurrirán 
en multa de cuatro pesos, y si requeridos por 
el juez, no lo hicieren dentro de quince días, 
se les exigirá la del duplo, aplicada una y otra 
multa para el fondo de la misma escuela, sin 
I^erjuicio de que el juez los obligue a cumplir 
esta disposición. Se exceptúan los casos de po­
breza unida a gran distancia del poblado, u 
otros impedimentos semejantes, sobre cuya le­
gitimidad decidirán el juez, el cura (1) y los 
tres vecinos de que habla el articulo 59. 

(1) Véase el artículo 11 de la ley de 15 de junio de 
1853, número 2198 de orden. 
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Artículo 13. Por la disposición del artículo 
anterior no se priva a los padres que puedan 
verificarlo, de dar a sus hijos una instrucción 
privada, o de ponerlos en la escuela que mejor 
les acomode, acreditándolos debidamente. 

Artículo 14. El método de enseñanza será 
uniforme en todo el territorio de la República. 
Para conseguirlo, el Poder Ejecutivo hará los 
leglamentos necesarios para el gobierno y eco­
nomía interior de las escuelas, estableciendo 
en ellos premios y certámenes, los cuales regla­
mentos presentará al próximo Congreso para su 
aprobación o reforma; igualmente mandará 
componer e imprimir todas las cartillas, libros 
e instrucciones necesarias para la uniformidad 
y perfección de las escuelas. 

Artículo 15. Se autoriza al mismo Poder Eje­
cutivo para que mande establecer en las pri­
meras ciudades de Colombia escuelas normales 
del método lancasteriano o de enseñanza mu­
tua, para que de allí se vaya difundiendo a to­
das las provincias. Podrá hacer de los fondos 
públicos los gastos necesarios para el cumpli­
miento de estos dos artículos, dando cuenta al 
Congreso. 

Artículo 16. El director de estudios que se 
establecerá en cada provincia, deberá serlo tam­
bién de las escuelas, con la intervención que le 
confieran los reglamentos de la materia; pero 
los gobernadores supervigilarán tales estableci­
mientos, cuidando de que se cumplan exacta­
mente las disposiciones que de ellos tratan, a 
cuyo efecto los visitarán de tiempo en tiempo 
por sí, o por personas de su confianza, refor­
mando los abusos que se introduzcan y hacién­
dolos caminar a su perfección. Los cabildos cui­
darán también de las escuelas de su distrito 
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capitular, y en las parroquias o pueblos donde 
no resida cabildo, los curas (1) serán inspecto­
res inmediatos de sus escuelas, encargándoseles 
el mayor cuidado y vigilancia. 

Artículo 17. Siendo igualmente de mucha 
importancia para la felicidad pública la edu­
cación de las niñas, el Poder Ejecutivo hará 
que, por las suscripciones voluntarias de que 
habla el artículo 49, o por otros arbitrios seme­
jantes, se funden escuelas de niñas en las ca­
beceras de los cantones y demás parroquias en 
que fuere posible, para que en ellas aprendan 
los principios de que habla el artículo 11, y 
además, coser y bordar. Estas escuelas queda­
rán sujetas a las reglas antecedentes, y el Poder 
Ejecutivo propondrá al Congreso los medios 
que juzgue oportunos para aumentar su núme­
ro y asegurar su dotación. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 2 de agos­
to de 1821—119 de la Independencia. 

El Presidente del Congreso, Alejandro Osorio. 
El Diputado Secretario, Francisco Soto. El Di­
putado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 6 de agosto de 1821—119 

Ejecútese. 
JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por su Exce­

lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior y de Justicia, Diego Bautista 
Urbaneja. 

(1) Véase el artículo 11 de la ley de 15 de junio de 
1853, número 2198 de orden. 
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16 
DECRETO (1) 

(19 de Septiembre) 

Sobre las medidas adoptadas por el Gobierno con respecto 
al Obispo de Popayán y declaración de la sede vacante 

de aquel Obispado. 

El Congreso General de la República de 
Colombia, 

habiendo tomado en consideración las comuni­
caciones del Supremo Poder Ejecutivo, fechas 
en 14 de junio, 21 de julio y 2 del corriente, 
sobre la conducta observada por el Vicepresi­
dente de Cundinamarca, Discreto Provisor Go­
bernador del Arzobispado de Bogotá y Provisor 
del Obispado de Popayán, para remediar los 
males espirituales de esta Diócesis con motivo 
de la fuga del Reverendo Obispo don Salvador 
Jiménez de Enciso, y meditado detenidamente 
el contenido de los expedientes de la materia, 
tuvo a bien oir sobre ella a la comisión creada 
para informar acerca de los negocios eclesiás­
ticos, y los diputados que la componen desem­
peñaron su encargo en 13 de agosto en los tér­
minos siguientes: 

"La comisión ha visto las diligencias practi­
cadas por el Vicepresidente de Cundinamarca y 
el Discreto Provisor Gobernador del Arzobispa­
do sobre declarar la sede vacante del Obispado 
de Popayán, ocupación de las temporalidades 
del Reverendo Obispo, excomuniones fulmina­
das por éste, nombramiento de un gobernador 

(1) Este decreto fue derogado por el de 28 de julio 
de 1823, Pue lleva el número 119 de orden. 
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eclesiástico para aquella Diócesis y de eclesiás­
ticos que suplan las dignidades de aquella santa 
iglesia catedral, las cuales han sido remitidas 
por el Vicepresidente de la República para la 
consideración y resolución de Vuestra Majestad. 

"La comisión no puede menos de manifestar 
a Vuestra Majestad el pulso, detención y ma­
durez con que han procedido en este grave ne­
gocio tanto la autoridad civil como la eclesiás­
tica, en los puntos concernientes a sus respec­
tivas jurisdicciones. 

"Cuando los españoles fueron vencidos en el 
territorio de aquella Diócesis, el Reverendo 
Obispo don Salvador Jiménez de Enciso, pos­
poniendo las doctrinas del Evangelio a las ban­
deras del Rey de España, se retiró con éstas, 
abandonando el lugar donde le estaba come­
tida la jurisdicción eclesiástica; pero antes de 
su salida publicó pena de excomunión contra 
cualquiera que osase ejercerla en su lugar. 

"El magistrado civil a quien está encomen­
dado el orden de la sociedad, la moral pública 
y la paz general, en cumplimiento de tan sa­
grados deberes, requirió por primera vez al 
Reverendo Obispo, para que volviese a su Dió­
cesis a usar de todas sus facultades, gozar de 
todos sus privilegios y prestar a aquellos pue­
blos los consuelos y beneficios que la religión 
cristiana nos promete. Este, confiado en que 
las armas españolas triunfarían de nuevo y des­
truirían el Gobierno republicano, contestó al 
Vicepresidente de Cundinamarca una carta en 
que con orgullo presuntuoso insulta no sólo a 
su persona, sino muy gravemente al Gobierno, 
tratando de herejes a cuantos se separasen de 
la dominación española, destinados al infierno, 
manifestando que está dispuesto a morir al la-
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do de las armas españolas antes que mudar de 
opinión, y pidiendo al Vicepresidente de Cun­
dinamarca que no vuelva a entrar en comuni­
caciones con él. El Vicepresidente entonces se 
dirigió al deán y cabildo de Popayán, para que 
nombrase gobernador del Obispado, y no ha­
biendo podido conseguirlo del deán, único in­
dividuo que había quedado dentro del territo­
rio, bien por el temor de incurrir en las cen­
suras impuestas por el Obispo, o bien por causa 
de los males que alegó, y por los cuales se con­
fesó él mismo enteramente inepto, ocurrió en­
tonces al Discreto Provisor gobernador del Ar­
zobispado, quien previa una junta de teólogos, 
que consultaron unánimemente, aconsejó al Vi­
cepresidente que extrañase antes al Obispo, 
como lo verificó por su decreto el 11 de enero 
de 1820, mandando ocupar todas sus tempora­
lidades . 

"No habiendo tampoco sido bastante la ex­
hortación del Discreto Provisor gobernador del 
Arzobispado al deán del cabildo de Popayán, 
para que nombrase al gobernador eclesiástico, 
procedió a suplir su negligencia, y nombró al 
doctor Manuel María Urrutia, que había des­
empeñado sus funciones a satisfacción de aque­
llos pueblos y del gobiemo, hasta que con mo­
tivo del armisticio los generales Sucre y Torres 
entraron en comunicaciones con el Reverendo 
Obispo, de las cuales resultó un edicto que és­
te dirigió a su Obispado, el cual es un nuevo 
insulto al Gobierno con el velo de paz y de bon­
dad; pero habiendo llegado a manos del Vice­
presidente, éste ordenó una junta de teólogos, 
que fueron unánimes de opinión que el edicto 
no debía correr, y que el doctor Urrutia con­
tinuase ejerciendo las funciones de gobernador 
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del obispado de Popayán, con lo demás que con­
tiene el decreto de 15 de abril del presente año-

"Tal ha sido la conducta del Vicepresidente 
de Cundinamarca y del Discreto Provisor go­
bernador del Arzobispado en este grave asunto. 
El celo por el orden y la moral pública del pri­
mero, y la detención, reflexión y resoluciones 
del segundo en materias de jurisdicción, parece 
a la Comisión que no presentan motivo alguno 
de reforma. 

"El gobernador del Obispado de Popayán, 
doctor Manuel María Urrutia, nombró provi­
sionalmente, y con muy corta renta, las dig­
nidades eclesiásticas para continuar las sagra­
das funciones de aquella santa iglesia catedral, 
conforme a las leyes, que rigen en la materia. 

"La comisión es por tanto de opinión que 
Vuestra Majestad apruebe las resoluciones y 
determinaciones que han recaído en esta ma­
teria, y que devuelva lo actuado al Poder Eje­
cutivo para que requiera además a la autori­
dad eclesiástica, a fin de que declare y toque 
la sede vacante, con arreglo a los cánones, lo 
que parece no haberse verificado hasta ahora". 

En vista de todo lo cual, y discutido el pun­
to suficientemente, ha venido en decretar y 

; DECRETA LO SIGUIENTE: 

Hágase como informa la comisión de nego­
cies eclesiásticos. 

Dado en el Palacio del Congreso General, en 
la villa del Rosario de Cúcuta, a 31 de agosto 
de 1821—119 de la Independencia. 
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El Presidente del Congreso, doctor Miguel 
Peña. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Miguel de Santamaría. 

Palacio de Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 19 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Ex­
celencia el Vicepresidente de la República, el 
Ministro del Interior, Diego Bautista Urbaneja. 

DECRETOS 

A que se refiere el Anterior 

Francisco de Paula Santander, de la orden de 
Libertadores de Venezuela y Niieva Granada, 
condecorado con la cruz de Boyacá, General 
de División de los Ejércitos de la República y 
Vicepresidente de la Nueva Granada, etc., etc-

CONSIDERANDO: 

Que el Reverendo Obispo de Popayán, don 
Salvador Jiménez de Enciso, ha abandonado 
la grey que Dios le encomendó, y que sin cau­
sa legítima y sólo por capricho le ha negado 
los auxilios espirituales, y se ha dispensado de 
la residencia material y formal que exigen los 
cánones en su diócesis, y es de derecho divino; 
y atendiendo a que ha despreciado con inso­
lencia la invitación del Gobiemo, de quien se 
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manifiesta enemigo; excomulgando a los que le 
obedezcan y a los que sigan el sistema de li­
bertad e independenca, protestando que no en­
trará en otras contestaciones con los jefes de 
la República, y ofreciendo sostener la causa 
del rey hasta morir en las filas de su ejército; he 
venido en declarar, por lo que hace al Gobier^, 
no Supremo de la Repúbica, y en uso de la au». 
toridad económica y tuitiva inherente a él, que 
el obispado de Popayán se halla vacante, y en 
su consecuencia, quedan sin efecto las órdenes 
que dictare aquel prelado, a quien se ocupan 
las temporalidades. 

Comuniqúese al Discreto Provisor del Arzo­
bispado, al Deán del cabildo eclesiástico de Po­
payán; al Gobernador de la provincia y al Su 
perintendente General de Hacienda. 

Dado en el Palacio de la Vicepresidencia de 
la Nueva Granada, firmado de mi mano, se­
llado con el seUo de la República y refren­
dado por el Ministro del Interior, en Santafé, 
a 11 de enero de 1820. 

F. P. SANTANDER. Estanislao Vergara 

Francisco de Paula Santander, de la orden 
de Libertadores de Venezuela y Cundinamar­
ca, condecorado con la cruz de Boyacá, gene­
ral de División de los ejércitos de la República, 
Vicepresidente del Departamento de Cundina­

marca, etc., etc-, etc. 

Habiéndose reunido en este día la junta de 
teólogos y canonistas decretada en 14 del co­
rriente, compuesta de los señores doctores Pa­
blo Plata, Juan Rocha, José Luis Azuola, Tomás 
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Tenorio, José Ignacio Sanmiguel e Ignacio He­
rrera, con asistencia del Discreto Provisor del 
Arzobispado; y habiendo todos los consultores 
unánimemente convenido: ., 

19 En que por el abandono que hizo el Obis­
po de Popayán de su Diócesis, y por la negli­
gencia del Deán de aquella iglesia en nombrar 
provisor, a que fue invitado por las autoridades 
civil y eclesiástica, el Discreto Provisor del 
Arzobispado pudo y debió suplir la negligencia 
de ambos, nombrando uno que se encargara del 
gobierno de aquel Obispado; 

29 Que habiendo sido nombrado por autori­
dad legítima el doctor Manuel Urrutia, eran 
también legítimos los actos emanados de su ju­
risdicción; 

39 Que el Obispo de Popayán como que no 
ha prestado el juramento de obediencia al Go­
bierno de la República, conforme a las leyes 
vigentes, no puede ejercer autoridad alguna 
en el territorio de Colombia, mucho más cuan­
do por el decreto de 11 de enero de 1820 se ha 
declarado vacante la mitra; 

49 Que el edicto en los términos en que está 
concebido es atentatorio a la autoridad del Go­
bierno y a la del Metropolitano, y contiene los 
gérmenes de un cisma perjudicial en lo político, 
y de funestas consecuencias en lo moral; 

59 En fin, que por estas consideraciones y 
según las disposiciones canónicas, el dicho edic­
to no debía correr, ni el Gobierno dejar que se 
hiciera uso de él; 

Conformándome con esta consulta, y habida 
consideración a que los provisores y demás pre­
lados eclesiásticos deben ser nombrados con 
anuencia y consentimiento del Gobierno del 
Departamento, en cumplimiento del artículo 
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89 de la ley provisional de 30 de enero de 1820 
(1), lo que no sucede con el nombramiento que 
hace el Obispo en el doctor José María Rodrí­
guez, he venido en decretar y 

' '" • DECRETO. ' 

19 Que se lleve a puro y debido efecto la 
providencia de 11 de enero de 1820, por la que 
se declaró vacante el Obispado de Popayán y 
se ocuparon las temporalidades al Obispo don 
Salvador Jiménez de Enciso; 

29 Que en consecuencia de ella no se admita 
ni deje correr ninguna providencia de ese pre­
lado, y que los que quisieren darles cumpli­
miento, o las reservaren sin dar parte al Gobier­
no, sean extrañados del territorio de Cundi­
namarca; 

39 Que el edicto en cuestión se recoja inme­
diatamente por los señores General del ejército 
del Sur y Gobernador del Cauca, de cualquier 
poder en que se hallare, y no se deje hacer uso 
alguno de él; 

49 Que el Provisor actual, doctor Urrutia, 
siga ejerciendo las funciones del destino, y que 
los que tuvieren algún escrúpulo de conciencia 
en obedecerle y en no hacerlo con las órdenes 
del Obispo, puedan pedir su pasaporte, que se 
les concederá; 

(1) La fecha está errada, pues la ley provisional lleva 
fecha 5 y no 30 de enero, y el artículo 8? citado dice 
textualmente: 

"Mientras que por un concordato con la Santa Sede 
se regla tcdo lo concerniente al patronato eclesiástico, 
los vicepresidentes se ceñirán a manifestar que los nom­
brados para provisores, prelados regulares, vicaríos forá­
neos, curas, párrocos, doctrineros, son o no son de la sa­
tisfacción del Gobierno, para que se proceda a la posesión 
o al nuevo nombramiento". 
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59 Que se requiera al Discreto Provisor del 
Arzobispado para que expida un edicto al Obis­
pado de Popayán que tranquilice las concien­
cias, en los términos en que convino la consulta. 

Comuniqúese a quienes corresponda, y con 
los antecedentes de la materia dése cuenta opor­
tunamente al Congreso General de Colombia. 

Dado en el Palacio de la Vicepresidencia del 
Departamento de Cundinamarca, firmado por 
mí, sellado con el sello provisional del Gobierno 
y refrendado por el Secretario del Interior y de 
Justicia. 

Bogotá, abril 25 de 1821—119 

FRANCISCO DE P. SANTANDER. 

Estanislao Vergara. 

17 
RESOLUCIÓN 

(10 de Septiembre) 

Sobre la duración del Presidente y Vicepresidente de la 
República que nombrare el Congreso. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

que por el artículo 83 de la Constitución le está 
reservado el hacer en esta primera vez las elec­
ciones del Presidente y Vicepresidente de la 
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República; considerando también que las fun­
ciones de los senadores y representantes no co­
mienzan hasta enero de 1823, y últimamente, 
que no habiendo asambleas electorales sino 
cada cuatro años, es necesario para que la inis-
ma Constitución sea cumplida, que en lo suce­
sivo concurran en las mismas épocas las elec­
ciones ordinarias del Presidente y Vicepresiden­
te de la República y las de los senadores y re­
presentantes; ha venido en declarar y decre­
tar como declara y decreta: que la duración del 
Presidente y Vicepresidente que en esta vez 
nombrare el Congreso, sea y entienda hasta la 
segunda reunión de las asambleas electorales, 
conforme a la Constitución. 

Dada en el palacio del Congreso Greneral de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 7 de sep­
tiembre de 1821—119. 

El Presidente del Congreso, doctor Miguel 
Peña. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio de Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 10 de septiembre de 1821—119 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior, Diego Bautista Urbaneja. 
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RESOLUCIÓN 
(12 de Septiembre) 

Sobre que los magistrados de la Repúbica no han podido 
conceder moratorias. 

El Congreso General de Colombia, 

habiendo tomado en consideración la reclama­
ción hecha por el doctor Pedro Vicente Martí­
nez contra la moratoria concedida por el Vice­
presidente de Cundinamarca a la señora Bue­
naventura Quijano, ha venido en acordar como 
acuerda la resolución siguiente: 

Siendo contraria al derecho de propiedad la 
concesión de moratorias en perjuicio y contra 
la voluntad de los acreedores, se declara que 
los magistrados de la República no han podido 
usar de esta prerrogativa. 

Dada en el palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 10 de sep­
tiembre de 1821. 

El Presidente del Congreso, doctor Miguel 
Peña. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 12 de septiembre de 1821—119. 

Ejecútese. 
JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Ex­

celencia el Vicepresidente interino de la Repú­
blica, el Ministro del Interior, Diego Bautista 
Urbaneja. 
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19 
LEY (1) 

(13 de Septiembre) 

Sobre exención de portes en los correos a los periódicos 
y otros impresos. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

ser muy conducente para promover la ilustra­
ción de los pueblos el que circulen con facili­
dad los papeles públicos, ha venido en decretar y 

DECRETA: 

Artículo 19 No pagarán porte alguno en los 
correos y postas de la República las gacetas y 
periódicos, así nacionales como extranjeros, 
cualquiera que sea su número y peso. 

Artículo 29 Los folletos y otros impresos na­
cionales gozarán también de esta franquicia en 
los correos ordinarios, con tal que el íntegro 
volumen de la obra no exceda el peso de cuatro 
onzas. Pero si el paquete de impresos naciona­
les tuviere un peso mayor, satisfará el porte 
ordinario de las encomiendas. 

Artículo 39 Para que logren el expresado pri­
vilegio los paquetes de periódicos y otros im­
presos, es indispensable que se istroduzcan en 
la respectiva administración abiertos, y con un 
rótulo que manifieste el sujeto y lugar adonde 
se dirigen. 

(1) Derogada por la de 8 de junio de 1843, número 
1465 de orden. 
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Artículo 49 El administrador de correos del 
lugar donde se introducen los papeles de im­
presos, y el del puerto en donde se reciben los 
extranjeros, formarán en pliego separado y con 
bastante margen, una lista de todos ellos, según 
el orden de sus respectivos destinos y con ex­
presión del número de impresos que contenga 
cada uno, la cual irá junto con los impresos. 
Cada administrador de la ruta principal, des­
pués de hecho el correspondiente examen y co­
tejo, irá poniendo al margen la nota siguiente: 
Hasta aqui no hay falta alguna; quedan tantos 
papeles en esta administración. Pero si notare 
alguna falta la advertirá en la nota. Esta lista 
llegará hasta el último término para donde el 
correo ha llevado impresos, y al regreso de esta 
volverá original a la misma administración de 
la procedencia. 

Artículo 59 Cuando falte algún paquete o 
impreso se hará cargo al administrador que pre­
ceda al que advierta la falta, y resultando que 
ha interceptado algún paquete, o sustraído al­
gún impreso, se le aplicarán las mismas penas 
que establece la ordenanza de correos contra 
los dependientes de este ramo, en los casos de 
interceptación o extracción. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dada en el palacio del Congreso General de 
Colombia, a 5 de septiembre de 1821. 

El Presidente del Congreso, doctor Miguel 
Peña. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputaddo Secretario, Antonio José Caro. 
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Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 13 de septiembre de 1821. 119. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior, Diego Bautista Urbaneja. 

20 

LEY (1) 

(17 de Septiembre ) 

Sobre la extensión de la libertad de la imprenta, y sobre 
la calificación y castigo de sus abusos. 

El Congreso General de Colombia, 

deseando llevar a efecto lo dispuesto en el ar­
tículo 156 de la Constitución, por el cual se ga­
rantiza el precioso derecho que todo hombre 
tiene de escribir, imprimir y publicar sus pen­
samientos, cuya prerrogativa le es tan natural 
como la misma facultad de hablar; y conside­
rando que en vano se consultaría a los impor­
tantes objetos de esta libertad si no se la ase­
gurase por reglas fijas y determinadas, previ­
niendo sus abusos; ha venido en decretar y 

(1) Esta ley fue adicionada por el decreto dictatorial 
de íecha 24 de febrero de 1829, que lleva el número 540 
de orden, y luego derogada parcialmente por el Código 
Penal de 1837, número 1087, según aparece del artículo 
99 de la ley de 19 de mayo de 1838, número 1111. 
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DECRETA LO SIGUIENTE: 

TITULO I 

de la extensión de la libertad de la imprenta, y 
' de la calificación de sus abusos. 

Artículo 19 Todo colombiano tiene derecho de 
imprimir y publicar libremente sus pensamien­
tos sin necesidad de previa censura. 

Artículo 29 Los libros sagrados no podrán 
imprimirse sin licencia del ordinario eclesiástico. 

Artículo 39 El abuso de la libertad de im­
prenta es un delito que se juzgará y castigará 
con arreglo a esta ley. 

Artículo 49 Se abusa de esta Ubertad: 

19 Cuando se publican escritos contrarios a 
los dogmas de la religión católica, apostólica, 
romana; los cuales se calificarán con la nota de 
subversivos. 

29 Publicando escritos dirigidos a excitar la 
rebelión, o la perturbación de la tranquilidad 
pública; los cuales se calificarán con la nota de 
sediciosos. 

39 Publicando escritos que ofendan la moral 
y la decencia pública; los cuales se calificarán 
con la nota de obscenos, o contrarios a las bue­
nas costumbres. 

49 En fin, publicando escritos que vulneren 
la reputación o el honor de alguna persona, 
tachando su conducta privada; los cuales se 
calificarán con la nota de libelos infamatorios. 

Artículo 59 Las notas de calificación de que 
habla el artículo anterior se clasificarán en pri­
mer grado, en segundo o en tercero, según la 
mayor o menor gravedad del abuso que se ca­
lifique. 
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Artículo 69 No se podrá usar bajo ningún 
pretexto de otra calificación más que de las ex­
presadas en los artículos anteriores; y cuando 
los jueces no juzguen aplicable a la obra nin­
gima de dichas calificaciones, usarán de la fór­
mula siguiente: absuelto. 

Artículo 79 En el caso de que un autor o edi­
tor publique un libelo infamatorio no se eximi­
rá de la pena que se establece en esta ley, aun 
cuando se ofrezca probar la imputación inju­
riosa, quedando además al agraviado la acción 
de injurias para acusar al injuriante, en ios 
tribunales competentes. 

Artículo 89 No se calificará de libelo infama­
torio el escrito en que se tachen los defectos 
de los empleados, con respecto a su aptitud o 
falta de actividad y acierto en el desempeño de 
sus funciones. Pero si en el impreso se impu­
taren delitos que comprometan el honor y la 
probidad de alguna corporación o empleado, 
con inculpaciones de hechos que estén sujetos 
a positivo castigo, el autor o editor quedará 
obligado a la prueba de sus imputaciones, para 
salvar el escrito (si fuere el caso) de la califi­
cación de libelo infamatorio. 

TITULO II 

De las penas correspondientes a los abusos. 

Artículo 99 El autor o editor de un impreso 
calificado de subversivo en grado primero será 
castigado con seis meses de prisión y trescien­
tos pesos de multa; el de un escrito subversivo 
en grado segundo, con cuatro meses de prisión 
y doscientos pesos de multa; el de subversivo en 
tercer grado, con dos meses de prisión y cien 



pesos de multa. Esta disposición no deroga la 
facultad que en estas materias corresponde a 
la potestad eclesiástica. 

Artículo 10. A los autores o editores de es­
critos sediciosos en primero, segundo o tercer 
grado, se aplicarán las mismas penas designa­
das contra los autores o editores de escritos 
subversivos en sus grados respectivos, quedando 
además sujeto el delincuente a ser juzgado y 
castigado por las leyes comunes, si con la pu­
blicación de tales escritos se hubiere en efecto 
seguido la rebelión o perturbación de la tran­
quilidad pública. 

Artículo 11. El autor o editor de un escrito 
obsceno o contrario a las buenas costumbres 
pagará la multa de quinientos pesos, si el im­
preso fuere calificado en el primer grado; la de 
trescientos, en el segundo, y la de ciento cin­
cuenta, en el tercero, y si no pudiere satisfacer 
esta multa, sufrirá respectivamente una prisión 
de diez y ocho meses, de doce, o de seis. 

Artículo 12. Por el escrito que se haya cali­
ficado de libelo infamatorio en primer grado se 
aplicará al autor o editor una multa de dos­
cientos pesos y tres meses de prisión; la de cien 
pesos y dos meses de prisión, en el segundo gra­
do, y la de cincuenta pesos y un mes de prisión, 
en el tercero. Al que no pudiere pagar la multa 
se le duplicará el tiempo de prisión. 

Artículo 13. Además de las penas especifica­
das en los artículos antecedentes, se recogerán 
cuantos ejemplares existan por vender de los 
impresos que se declaren comprendidos en cual­
quiera de las calificaciones expresadas en ol 
título primero de esta ley. Los que de vol vieren 
los ejemplares que hayan comprado tendrán 
derecho a ser indemnizados del precio, por el 
que haya sido declarado culpable. 
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Artículo 14. Pero cuando el escrito censurado 
fuere una obra por otra parte estimable, y la 
censura debiere recaer solamente sobre una o 
pocas páginas, de modo que sea fácil tildar las 
expresiones condenadas, o separar las fojas que 
las contengan, los jueces de hecho especificarán 
en este caso las palabras, las expresiones y las 
páginas sobre que declaren recaer la nota de 
calificación, y los ejemplares se devolverán al 
interesado, precedida la expurgación que se eje­
cutará por el juez de la causa. 

TITULO III 

De las personas responsables. 

Artículo 15. Será responsable de los abusos 
que se cometan contra la libertad de imprenta 
el autor o editor del escrito, a cuyo fin deberá 
firmar uno u otro el original que debe quedar 
en poder del impresor. 

Artículo 16. El impresor quedará sujeto a la 
misma responsabilidad que el autor o editor, 
y la ley lo considera como tal en los casos si­
guientes : 

19 Cuando requerido legalmente para presen­
tar el original firmado por el autor o editor no 
lo hiciere; 

29 Cuando ignorándose el domicilio del au­
tor o editor llamado a responder en juicio, no 
diere el impresor razón fija del expresado do­
micilio, o no presentare alguna persona abona­
da que responda del conocimiento del autor o 
editor de la obra; en cuyos dos casos el juicio 
se entenderá con el impresor, para que no que­
de ilusorio. 
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Artículo 17. Los impresores están obligados 
a poner sus nombres y apellidos y el lugar y 
año de la impresión en todo impreso, excepto 
las esquelas de convite u otras semejantes. La 
falsedad en algunos de estos requisitos se cas­
tigará como la omisión absoluta de ellos. 

Artículo 18. Los impresos de obras o escritos 
en que falte alguno de los requisitos de que 
habla el articulo anterior pagarán la multa de 
cien pesos, si el impreso hubiere sido calificado 
con alguna de las notas especificadas en el tí­
tulo primero de esta ley; pero si el escrito no 
hubiere sido denunciado, o fuere declarado ab­
suelto, pagarán solamente la multa de diez 
pesos. 

Artículo 19. Cualquiera que venda, publique 
o circule uno o más ejemplares de un impreso 
censurado conforme a esta ley con alguna de 
las notas de calificación, sufrirá la misma pena 
que el autor del escrito censurado. 

TITULO IV 

Del modo de proceder en estos juicios. 

Artículo 20. Los delitos por abusos de liber­
tad de imprenta, excepto el de injurias, pro­
ducen acción popular, y cualquier colombiano 
tiene derecho para acusar ante la autoridad 
competente los escritos que juzgue subversivos, 
sediciosos, obscenos, o contrarios a las buenas 
costumbres. 

Artículo 21. La facultad de acusar tales es­
critos está especialmente encargada al fiscal y 
al Procurador general. 
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Artículo 22. En los casos de injuria, sólo 
podrán acusar las personas a quienes las leyes 
concedan esta acción. 

Artículo 23. Las acusaciones de los escritos 
se presentarán o remitirán a uno de los alcal­
des ordinarios de la capital del cantón, para 
que éste convoque a la mayor brevedad los 
jueces de hecho de que se tratará en los ar­
tículos siguientes. 

Artículo 24. Todos los años, dentro de los 
primeros quince días del mes de .enero, se 
nombrarán a pluralidad absoluta de votos por 
el ayuntamiento del cantón donde haya im­
prenta, veinticuatro personas para que ejer­
zan el cargo de jueces de hecho. 

Artículo 25. Para ejercer este cargo se ne­
cesita ser ciudadano en el ejercicio de sus de­
rechos, mayor de veinticinco años, residente 
en el cantón, y tener un oficio o una propie­
dad conocida que le dé lo bastante para man­
tenerse por sí, sin necesidad de vivir a expen­
sas de otro. 

Artículo 26. No podrán ser nombrados jue­
ces de hecho los que ejerzan jurisdicción civil 
o eclesiástica, los comandantes generales de 
las armas, ni los secretarios del despacho y sus 
dependientes (1). 

Artículo 27. Ningún ciudadano podrá excu­
sarse de este cargo, a menos que tenga alguna 
imposibilidad física o moral, a juicio del ayun­
tamiento, quien en este caso nombrará otro pa­
ra que lo reemplace. 

Artículo 28. Cuando algún juez de hecho, sin 
haber antes justificado algún impedimento le­
gal, dejare de asistir al juicio, el juez de la causa. 

(1) Véase el artículo S"? de la ley de 19 de mayo de 
1938. número 1111 de orden. 
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después de citarle por dos veces, le impondrá 
una multa que no podrá bajar de diez pesos, 
ni pasar de veinticinco, cuya pena se duplicará 
en caso de reincidencia. 

Artículo 29. Hecha la acusación de un escri­
to, el alcalde ordinario a quien haya sido pre­
sentada, o dirigida, se acompañará de un regi­
dor y del secretario del ayuntamiento, y hará 
sacar por suerte siete cédulas de las veinticua­
tro en que estarán escritos los nombres de los 
jueces de hecho, verificado lo cual, se asenta­
rán los nombres de los que hayan salido en 
un libro destinado al efecto. 

Artículo 30. En seguida estos jueces de hecho 
serán convocados y examinados por el juez de 
la causa sobre si tienen algún impedimento le­
gal para conocer en ella. 

Artículo 31. En estos juicios será impedimen­
to legal solamente la complicidad, la enemistad 
conocida o el parentesco hasta el cuarto gra­
do civil de consanguinidad o segundo de afini­
dad, bien sea con el acusador, o bien con el 
autor o editor, si con certeza se supiere quién es. 

Artículo 32. Si uno o más de los siete jueces 
de hecho resultaren legalmente impedidos, con 
arreglo a lo dispuesto en los dos artículos ante­
riores, el juez que los ha convocado sorteará 
igual número al de los impedidos, observando 
el mismo método que en el primer sorteo. 

Artículo 33. Calificada así la idoneidad de los 
siete jueces de hecho, el que lo es de la causa 
les recibirá el juramento siguiente: ¿Juráis 
haberos bien y fielmente en el cargo que se os 
confía, decidiendo con imparcialidad y justicia, 
en vista del impreso y denuncia que se os va a 
presentar, si hay o no lugar a la formación de 
causa? —Sí juramos—. Si así lo hiciereis, Dios 
os lo premie, y si no, os lo demande. 
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Artículo 34. En seguida se retirará el alcal­
de, y quedando solos los siete jueces de hecho, 
examinarán el impreso y la acusación; y des­
pués de conferenciar entre sí sobre el asunto, 
declararán a pluralidad absoluta de votos si ha 
o no lugar a la formación de la causa, sin poder 
usar de otra fórmula. 

Articulo 35. Verificada esta declaración, la 
extenderán en el propio acto, en un libro des­
tinado al efecto, y al pie de la misma acusación; 
y firmada por los siete jueces, el primero en 
el orden del sorteo, que hará en estos actos de 
presidente, la presentará al alcalde que los ha 
convocado. 

Artículo 36. Si la declaración fuere: no ha 
lugar a la formación de causa, el alcalde pasa­
rá al acusador la denuncia con la declaración 
expresada, cesando por este mismo hecho todo 
procedimiento ulterior. 

Artículo 37. Si la declaración fuere: ha lu­
gar a la formación de causa, el alcalde tomará 
desde luego las providencias necesarias para 
suspender la venta de los ejemplares del impre­
so que existan en poder del impresor o vende­
dor, imponiéndose ima multa de $ 100 y dos 
meses de prisión al que falte a la verdad en la 
razón que dé del número de los existentes, o 
que venda después algunos de ellos. 

Artículo 38. Procederá igualmente el juez a 
la averiguación de la persona que deba ser res­
ponsable con arreglo a lo dispuesto en el artícu­
lo 49 de esta ley. Pero antes de haberse decla­
rado que ha lugar a la formación de causa, 
ninguna autoridad podrá obligar a que se haga 
manifiesto el nombre del autor o editor, y todo 
procedimiento contrario es un atentado contra 
la seguridad individual del ciudadano, que se 
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castigará irremisiblemente con la deposición de 
su empleo. 

Articulo 39. Habiendo recaído la declaración 
de ha lugar a la formación de causa en un im­
preso acusado por sedicioso, mandará el juez 
prender al sujeto que aparezca responsable; 
pero si la acusación del impreso fuere por cual­
quiera de los demás abusos especificados en el 
título 19 de esta ley, se limitará el juez a exi­
girle fiador, o la caución suficiente de estar a 
las resultas del juicio; y en caso de no dar fia­
dor o caución, le pondrá igualmente en custodia. 

Artículo 40. Practicadas estas diligencias, ha­
rá el juez de la causa sacar por suerte siete 
cédulas de las que quedaron insaculadas, ob­
servándose el mismo método que en el primer 
sorteo, y registrándose en el libro destinado al 
efecto los nombres de los siete jueces de hecho 
que ellas contienen. 

Artículo 41. La idoneidad de estos siete jue­
ces de hecho será calificada por el juez de la 
causa, observándose para este efecto lo que que­
da prevenido en los artículos 30, 31 y 32. 

Artículo 42. En seguida pasará el juez de la 
causa, a la persona responsable del impreso, una 
copia certificada de la acusación hecha para 
que pueda preparar su defensa de palabra o 
por escrito; y copia de la lista de los .siete jue­
ces de hecho, para que pueda recusar, si quiere, 
en el término perentorio de veinticuatro horas, 
a cuatro de los jueces dichos, sin obligación 
de expresar la causa de su recusación. 

Artículo 43. En el caso de verificarse esta 
lecusación, el juez de la causa sorteará igual 
número al de los recusados y calificará su ido­
neidad con arreglo a lo dispuesto en los articu­
los 30, 31 y 32 de esta ley, y ya no habrá lugar 
a otra recusación. 
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Artículo 44. Completo ya el número de los 
siete jueces de hecho, el juez de la causa man­
dará citarlo para el lugar público en que haya 
de celebrarse el juicio; y antes de empezar éste 
les recibirá el juramento siguiente: ¿Juráis ha­
beros bien y fielmente en el cargo que se os 
confía, calificando con imparcialidad y justi­
cia según vuestro leal saber y entender el im­
preso denunciado que se os presenta, arreglán­
doos a las notas de calificación expresadas en 
el titulo 19 de la ley de libertad de imprenta? 
—Si juramos—. Si así lo hiciereis, etc. 

Artículo 45. Este juicio deberá verificarse a 
puerta abierta, pudiendo asistir y hablar el in­
teresado y patronos que le defiendan. 

Artículo 46. Asimismo podrán asistir y ha­
blar para sostener la acusación, el fiscal, el 
Procurador General o cualquier otro acusador 
en su caso, por sí o por otro que le represente, 
dejando al acusado la facultad de contestar des­
pués de haber hablado el que sostenga la acu­
sación. 

Artículo 47. En seguida el juez de la causa, 
si fuere letrado, y si no, uno nombrado por el 
mismo juez, hará una recapitulación de todo 
lo que resulta del juicio, e informará sobre el 
derecho para la ilustración de los jueces de 
hecho, los cuales se retirarán a una estancia 
inmediata a conferenciar sobre el asunto; y acto 
continuo calificarán el impreso con arreglo a lo 
prescrito en el mencionado título 19. 

Artículo 48. En este juicio se necesita la una­
nimidad de seis votos para condenar un escrito, 
y basta la de dos para absolverle; pero una vez 
censurado el impreso con una de las notas de 
que habla el artículo 49 de esta ley, se desig­
nará a pluralidad de votos el grado de la cali-
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ficación. Los casos de igualdad se decidirán por 
la más favorable al acusado. 

Artículo 49. Hecho esto saldrán a la audien­
cia pública, y el primer nombrado, que hará en 
este acto de Presidente, pondrá en manos del 
juez de la causa la calificación por escrito, fir­
mada por todos después de haberla leído en 
voz alta. 

Artículo 50. Si la calificación fuere: absuel­
to, usará el juez de la fórmula siguiente: 

"Habiéndose observado en este juicio todos los 
trámites prescritos por la ley, y calificado los 
jueces de hecho con la fórmula de absuelto el 
impreso titulado tal. • • denunciado tal día, por 
tal autoridad o persona; la ley absuelve a iV... 
responsable de dicho impreso, y en su conse­
cuencia mando: que sea puesto inmediatamen­
te en libertad, o se le alce la caución o fianza 
sin que este procedimiento le cause perjuicio 
ni menoscabo en su buen nombre y reputación". 

Artículo 51. En el mismo acto mandará el 
juez poner en libertad o alzar la caución o fian­
za, a la persona sujeta en juicio; y todo acto 
contrario a esta disposición será castigado co­
mo crimen de detención o procedimiento ar­
bitrario. 

Artículo 52. Si la calificación fuere alguna 
de las expresadas en el artículo 49, el juez de 
la causa deberá usar de la fórmula siguiente: 

"Habiéndose observado en este juicio todos los 
trámites prescritos por la ley, y calificado los 
jueces de hecho con la nota de (una de las con­
tenidas en dicho artículo) el impreso titulado 
ta l . . . denunciado tal día por tal autoridad o 
persona, la ley condena a N. .., responsable de 
dicho impreso, a la pena de. . . , expresada en el 
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artículo tal; y en consecuencia mando que se 
lleve a debido efecto". 

Artículo 53. Concluido este acto se tendrá el 
juicio por fenecido y procederá el juez a su eje­
cución, pasando copia legalizada de la senten­
cia a quien hubiere denunciado el impreso y 
otra al reo, si la pidiere. 

Artículo 54. Los derechos del juez de la cau­
sa, del escribano que actúe en este juicio, y los 
demás gastos del proceso, serán abonados, con 
arreglo al arancel, por la persona responsable 
del impreso, siempre que éste haya sido decla­
rado criminal; pero si hubiere sido declarado 
absuelto, y el juicio fuere de injurias, pagará 
las costas el acusador. En todos los demás casos 
se satisfarán las costas del fondo que se forme 
de las multas impuestas con arreglo a esta ley, 
cuyo fondo deberá ser depositado en el ayunta­
miento, con la correspondiente cuenta separada. 

Artículo 55. Si el impreso hubiere sido decla­
rado criminal, el fiscal percibirá también sus 
derechos, que se incluirán en las costas, pero 
no cuando el impreso haya sido declarado ab­
suelto. 

Artículo 56. En uno y otro caso se publicará 
en la gaceta del Gobierno la calificación y la 
sentencia; a cuyo fin el juez de la causa remi­
tirá un testimonio a la redacción de dicho 
periódico. 

Artículo 57. Cualquiera persona que reimpri­
ma un impreso mandado recoger incurrirá por 
el mismo hecho en la pena doble a la que se 
haya impuesto a consecuencia de la calificación. 



TITULO V 

Del recurso que se concede en estos juicios. 

Artículo 58. Cuando el juez de la causa no 
haya impuesto la pena designada en esta ley, 
podrá ocurrir el interesado a la Corte Superior 
de Justicia dentro del término de cinco días, 
cuyo recurso le será admitido en ambos efectos. 

Artículo 59. Igualmente podrá el interesado 
ocurrir a la Corte Superior de Justicia, cuando 
no se hayan observado en el juicio los trámites 
o formalidades prevenidas en esta ley; pero 
este recurso será para el solo efecto de reponer 
el proceso desde el punto en que se haya come­
tido la nulidad; debiendo en este caso el tribu­
nal exigir la responsabilidad, con arreglo a las 
leyes, a quien hubiere cometido la falta. 

Artículo 60. En los dos recursos de que se 
ha hablado en los artículos anteriores, si se de­
clarare que han sido infundados, se condenará 
en las costas al que los hubiere interpuesto. , 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dada en el palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 14 de sep­
tiembre de 1821—119 de la Independencia. 

El Presidente del Congreso, Vicente Azuero. 
El Diputado Secretario, Francisco Soto. El Dipu­
tado Secretario, Antonio José Caro. 
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Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 17 de septiembre de 1821—119, 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior y de Justicia, Diego Bautista 
Urbaneja. 

21 
LEY (1) 

(17 de Septiembre) 

Sobre modo de conocer y proceder en las causas de fe. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

ser uno de sus primeros deberes el conservar en 
toda su pureza la religión católica, apostólica, 
romana, como uno de los más sagrados dere­
chos que corresponden a los ciudadanos y que 
influyen poderosamente en el sostenimiento del 
orden, de la moral y tranquilidad pública, 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Se extingue para siempre el Tri­
bunal de la Inquisición, llamado también San­
to Oficio; jamás podrá restablecerse, y sus bie­
nes y rentas se aplicarán al aumento de los 
fondos públicos. 

(1) Derogada. Artículo 11 de la ley de 15 de junio 
de 1853, número 2198 de orden. 
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Artículo 29 En consecuencia se declara haber 
reasumido los reverendos arzobispos, reveren­
dos obispos, o sus vicarios, la jurisdicción ecle­
siástica y puramente espiritual de que les había 
privado el establecimiento de la Inquisición, 
para conocer en las causas de fe con arreglo 
a los cánones y derecho común eclesiástico, y 
para imponer a los reos las penas establecidas 
ix)r la potestad de la Iglesia; salvos siempre a 
los acusados los recursos de fuerza a los tribu­
nales civiles con arreglo a las leyes. 

Artículo 39 El seguimiento de tales causas 
tendrá solamente lugar con los católicos roma­
nos nacidos en Colombia, con sus hijos, y con 
los que habiendo venido de otros países se ha­
yan hecho inscribir en los registros parroquia­
les de los mismos católicos; mas no con los ex­
tranjeros que vengan a establecerse temporal o 
perpetuamente, ni con sus descendientes, los 
que no podrán ser de modo alguno molestados 
acerca de su creencia, debiendo sí respetar el 
culto y la religión católica romana. En caso de 
cualquiera contravención, los prelados u ordi­
narios eclesiásticos darán parte a los jueces res­
pectivos, para que pongan el remedio conve­
niente. 

Artículo 49 En todos los negocios y causas 
relativas a la disciplina extema de la Iglesia, 
como prohibición de libros y otras semejantes, 
se conservarán íntegras e ilesas las prerrogati­
vas de la potestad civil, lo mismo que todas 
aquellas que correspondan al Supremo Gobier­
no en calidad de tal y como a protector de la 
Iglesia de Colombia. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 
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Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 22 de agos­
to de 1821—119 de la Independencia. 

El Presidente del Congreso, doctor Miguel 
Peña. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Antonio José Caro. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 17 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior, Diego Bautista Urbaneja. 

22 
LEY (1) 

(17 de Septiembre) 

Sobre los modos de adquirir naturaleza en Colombia. 

El Congreso General de Colombia, 

considerando necesario dictar una regla uni­
forme de naturalización para los nacidos fuera 
de Colombia que quieran venir a establecerse en 
su territorio, presentándoseles las ventajas que 
les ofrece un gobierno liberal, y convidándolos 

(1) Esta ley fue refundida en la de 4 de julio de 1823, 
y revocada por ella, la cual lleva el número 99 de orden. 

143 



a formar una sola familia con los naturales, 
privados hasta ahora de su fraternidad y de la 
industria, de las artes, de los conocimientos úti­
les, y de todas las bendiciones de que ella los 
hubiera colmado; ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 La persona o personas que obten­
gan carta de naturaleza a virtud de la presen­
te ley, gozarán de los derechos y prerrogativas 
que corresponden a los ciudadanos nacidos en 
el territorio de Colombia, en todo lo que no se 
oponga a la Constitución y leyes fundamentales 
de la República. 

Artículo 29 Podrán obtener cartas de natura­
leza todos los nacidos fuera del territorio de 
Colombia en quienes concurran las cualidades 
que abajo se expresan, con tal que renuncien 
para siempre los vínculos que los ligan a otro 
gobierno, y cualquier titulo hereditario u orden 
de nobleza que tengan en su país; que traigan 
algún género de industria u ocupación útil de 
qué poder subsistir; y que en fin, se compro­
metan bajo juramento a sostener, obedecer y 
observar la Constitución y leyes de la República. 

Artículo 39 En cabeza del marido quedan na­
turalizados la mujer y sus hijos menores de 
veintiún años. 

Artículo 49 Para que pueda concederse la carta 
de naturaleza se necesita que los aspirantes ha­
yan hecho, ante el cabildo respectivo, manifes­
tación por escrito de su designio de establecerse 
en el país, y que después de esta manifestación 
hayan transcurrido tres años de residencia con­
tinua en el territorio de Colombia. 

Artículo 59 La ausencia en países extranjeros 
con objetos mercantiles, no interrumpirá la re-
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sidencia continua de los aspirantes, siempre que 
no exceda de seis meses. 

Artículo 69 Los que adquieran en Colombia 
una propiedad raíz rural, cuyo valor libre al­
cance a $1,000, necesitarán de dos años de resi­
dencia continua para obtener carta de natura­
leza; los propietarios de $ 2,000 en iguales térmi­
nos, podrán naturalizarse, precediendo solamen­
te la residencia de un año continuo; los casados 
con mujer nacida en Colombia, tendrán derecho 
a la naturalización después de seis meses de 
residencia continua. 

Artículo 79 No necesitarán de residencia algu­
na para obtener carta de naturaleza los que 
adquieran en Colombia una propiedad territo­
rial, en bienes rústicos, cuyo valor libre exceda 
de $ 6,000. 

Artículo 89 Los nacidos en los pueblos de Amé­
rica que dependían de la España en el año de 
1810 y que después no se han unido a otra na­
ción extranjera, quedan dispensados de las cali­
dades de residencia o propiedad que exige es­
ta ley. 

Artículo 99 El que se considere en el caso de 
optar carta de naturaleza, dirigirá al goberna­
dor de la provincia en que residiere, un memo­
rial ofreciendo pruebas legales de los motivos 
en que funda su solicitud, de su buena conduc­
ta, del país de su anterior naturaleza, y de las 
personas que traiga consigo y a quienes, según 
lo dicho en el artículo 39, deba hacerse exten­
siva la naturalización. 

Artículo 10. El gobernador le recibirá las jus­
tificaciones correspondientes, tomará los infor­
mes que crea oportunos, y añadiendo de su par­
te el que le parezca conveniente, remitirá la 
solicitud instruida en estos términos al Presi­
dente de la República. 
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Artículo 11. El Presidente de la República 
calificará si debe haber o no lugar a la solici­
tud, y en el primer caso, expedirá la carta de 
naturaleza, enviándola al mismo gobierno por 
cuyo conducto vino la instancia. 

Artículo 12. Luego que el gobernador de la 
provincia haya recibido la carta firmada por 
el Presidente de la República, exigirá del pos­
tulante bajo de juramento, las declaraciones, 
renuncias y promesas que según el caso debe 
hacer; cuya diligencia se extenderá al pie de 
la misma carta, y dejando un testimonio autén­
tico de ella, la entregará al naturalizado. 

Artículo 13. En cada provincia se llevará por 
su respectivo gobierno un registro de los que así 
se naturalizaren. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dada en el palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 3 de sep­
tiembre de 1821. 

El Presidente del Congreso, doctor Miguel Pe­
ña. El Diputado Secretario, Francisco Soto. El 
Diputado Secretario, Antonio José Caro. 

Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 17 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior y de Justicia, Diego Bautista 
Urbaneja. 
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B 
DECRETO 

(17 de Septiembre) 

Sobre asignación de sueldos al Presidente y Vicepresi­
dente de la República. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

que el Presidente y Vicepresidente de la Repú­
blica, que han de elegirse constitucionalmente, 
deben gozar de un sueldo fijo por todo tiempo 
que desempeñen las funciones de sus empleos, 
en cuya asignación debe consultarse tanto la 
economía en los gastos como el decoro que 
corresponde a tan altos magistrados; ha veni­
do en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 El Presidente de la República go­
zará el sueldo de treinta mil pesos anuales, sin 
deducción alguna. 

Artículo 29 El Vicepresidente de la República, 
cuando ejerza el Poder Ejecutivo por muerte, 
destitución o renuncia del Presidente, disfrutará 
del mismo sueldo de treinta mil pesos; mas 
cuando sea por ausencia o cualquiera otro im­
pedimento temporal, gozará el sueldo de diez 
y ocho mil pesos; y el de seis mil, siempre que 
no desempeñe las funciones del Poder Ejecutivo. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dado en el palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 7 de sep­
tiembre de 1821. 
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El Presidente del Congreso, doctor Miguel Pe­
ña. El Diputado Secretario, Francisco Soto. El 
Diputado Secretario, Antonio José Caro. 

Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 17 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. El Ministro de 
Hacienda, Pedro Gual. 

24 
DECRETO 

(17 de Septiembre) 

Sobre imprenta, libros y taquígrafos para servicio del 
Congreso y del Gobierno. 

El Congreso General de Colombia, 

ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Se aplican doce mil pesos de los 
fondos públicos para la compra de una buena 
imprenta que sirva al Gobierno Supremo de la 
Nación, y para la de los libros más necesarios 
al Congreso sobre legislación, derecho público, 
economía política y demás ramos de la ciencia 
del gobierno, a fin de que sirvan al Cuerpo 
Legislativo en su próxima reunión. 

Artículo 29 El Gobierno podrá también hacer 
los gastos precisos y dictará las providencias 
oportunas para que en la primera reunión del 
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Congreso tenga cada cámara por lo menos dos 
taquígrafos que lleven el diario de sus debates. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dado en el palacio del Congreso General de 
Colombia, en la villa del Rosario de Cúcuta, a 
17 de septiembre de 1821—119 de la Indepen­
dencia. 

El Presidente del Congreso, Vicente Azuero. El 
Diputado Secretario, Francisco Soto. El Dipu­
tado Secretario, Antonio José Caro. 

Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 17 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 
JOSE MARÍA DEL CASTILLO. El Ministro de 

Hacienda, Pedro Gual. 

25 
DECRETO 

(25 de Septiembre) 

Sobre las impresiones de la Constitución. 

El Congreso General de la República 
de Colombia, 

ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Ningún impresor ni particular podrá impri­
mir o reimprimir la Constitución de la Repú-
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blica. Todas las ediciones que de ella se hagan 
serán por orden y cuenta del Gobierno Supremo 
de la Nación. Cualquiera que contravenga a 
esta ley perderá todos los ejemplares impresos 
y el duplo de su valor, que se aplica para los 
gastos de la imprenta del Gobierno. En la mis­
ma pena incurrirán los que introdujeren ejem­
plares impresos en países extranjeros. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dado en el palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 20 de sep­
tiembre de 1821—119 de la Independencia. 

El Presidente del Congreso, Vicente Azuero. El 
Diputado Secretario, Francisco Soto. El Dipu­
tado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 25 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior y Justicia, Diego Bautista 
Urbaneja. 
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26 
DECRETO 

(25 de Septiembre) 

Sobre asignación de auxilios a los diputados para el 
regreso a sus casas. 

El Congreso General de la República 
de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

ser absolutamente indispensable auxiliar a los 
diputados con alguna cantidad para el regreso 
a sus casas, después de haber consagrado mu­
chos meses al desempeño de sus importantes 
deberes sufriendo no pocas privaciones, ha ve­
nido en decretar y 

DECRETA: 

Artículo 19 A todos los representantes se les 
auxiliará con concepto a las distancias respec­
tivas, y a los menores o mayores costos del trán­
sito. 

Artículo 29 Esto se verificará del modo si­
guiente : 

19 A los que regresen para Guayana, Marga­
rita, Barcelona, Cumaná y Caracas, se les darán 
$ 300. 

29 Para Barinas, $ 150. 
39 Para Trujillo, $ 140. 
49 Para Maracaibo, $ 150. 
59 Para Mérida, $ 80. 
69 Para Antioquia y el Cauca, $ 300. 
79 Para Neiva, $ 250. 
89 Para Cartagena y Santa Marta, $ 250. 
99 Para Bogotá, $ 150. 
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10. Para Tunja, $ 120. 
11. Para el Socorro, $ 100. 
12. En fin, para Pamplona, $ 60. 

Artículo 39 Estas cantidades serán cubiertas 
en la Tesorería de esta villa, allanando el Po­
der Ejecutivo los inconvenientes que ocurran. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 20 de sep­
tiembre de 1821—119 de la Independencia. 

El Presidente del Congreso, Vicente Azuero. 
El Diputado Secretario, Francisco Soto. El Di­
putado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 25 de septiembre de 1821. 

Comuniqúese al Ministro de Hacienda para 
que libre las órdenes a la Tesorería General, a 
fin de que lo decretado tenga su cumplimiento. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro del Interior y Justicia, Diego Bautista 
Urbaneja. 

152 



27 
DECRETO 

(28 de Septiembre) 

Que declara abolidos los derechos de sisa y exportación 
interior. 

El Congreso General de la República 
de Colombia, 

deseando aliviar a los pueblos de la República, 
que tantos sacrificios han hecho por su inde­
pendencia y libertad, de contribuciones que no 
pueden justificarse sino por la urgencia con que 
se impusieron, ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Queda abolido en toda Colombia el derecho 
de sisa y el impuesto de 5 por 100 llamado de 
exportación interior, que se cobran de todos los 
frutos que se conducen de provincia a provin­
cia, de territorío a territorio, y de pueblo a pue­
blo, aun siendo de una misma provincia; y de 
consiguiente, todos los frutos, producciones y 
efectos podrán conducirse y traficarse, sin que 
por ello se cobren los referidos impuestos o 
contribuciones. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en la villa del Rosario de Cúcuta, a 
25 de septiembre de 1821—119 de la Indepen­
dencia. 

El Presidente del Congreso, José I. de Már­
quez Barreto. El Diputado Secretario, Francisco 
Soto. El Diputado Secretario, Antonio José Caro. 
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Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Ciícuta, a 28 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro de Hacienda, Pedro Gual. 

28 
DECRETO 

(28 de Septiembre) 

Que declara abolidos los derechos que pagaban los lava­
dores de oro denominados mazamorreros. 

El Congreso General de la República 
de Colombia, 

deseando promover el trabajo de las minas que 
constituyen una parte de la riqueza pública, 
ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Quedan abolidos los derechos que se han exi­
gido hasta ahora a los lavadores de oro cono­
cidos con el nombre de mazamorreros, quienes 
nada pagarán en lo sucesivo por este ramo de 
industria. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en la villa del Rosario de Cúcuta, a 25 
de septiembre de 1821—119 de la Independencia. 
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El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco So­
to. El Diputado Secretario, Antonio José Caro. 

Palacio del Gobierno de Colombia, en el Rosario 
de Cúcuta, a 28 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro de Hacienda, Pedro Gual. 

• 29 
LEY (1) 

(28 de Septiembre) 

Sobre los derechos de importación en todos los puertos 
de la República. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

19 Que siendo una sola la República deben 
ser uniformes los derechos de importación en 
los diferentes puertos habilitados en Colombia; 

29 Que esta uniformidad debe contribuir po­
derosamente a fomentar el comercio, tanto in­
terior como exterior, facilitando las operaciones 
de las aduanas y evitando los fraudes y menos-

(1) Esta ley fue derogada por la de 5 de agosto de 
1823, que lleva el número 140 de orden. 
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cabos de las rentas públicas, que han ocasio­
nado la confusión y desigualdad con que se han 
manejado hasta ahora; ha venido en decretar y 

DECRETA: 

Artículo 19 Todos los derechos de entrada, 
conocidos anteriormente con varias denomina­
ciones, se consolidarán en adelante en uno solo 
con el nombre de derecho de importación. 

Artículo 29 Pagarán un 15 por 100 de impor­
tación, el fierro en barras, hoja de lata en lámi­
nas, y lo mismo el cobre, el papel de todas 
calidades, toda especie de medicinas y los ins­
trumentos de cirugía, las jarcias, brea, alqui­
trán, cables, cordajes y anclas. 

Artículo 39 Pagará un 17̂ /2 por 100 todo gé­
nero de mercaderías de algodón, lana, lino, 
cáñamo y estambre, a excepción de los que se 
graven con un derecho mayor en los artículos 
siguientes. 

Artículo 49 Pagarán un 20 por 100 los para­
guas, sombreros de castor, lana o seda, la cera 
o esperma manufacturada o en pasta, los vinos, 
vinagres o aceites de todas clases, los relojes 
de oro o plata, y los galones, sillas de montar 
de hombre o mujer, toda especie de loza de 
Europa y Asia, y los cristales y vidrios de toda 
especie. 

Artículo 59 Pagarán un 22 Vz por 100 las sedas 
y todos los géneros de seda de Asia y Europa, 
piedras y joyas preciosas y las pieles curtidas, 
los encajes de hilo o seda, pañuelos de punto, 
flores artificiales, plumas de adorno, espejos, 
perfumes, esencias y aguas de olor; las espe­
cierías de la India, o de cualquiera otra parte, 
las frutas secas o en caldos, aceitunas, alcapa­
rras y toda especie de encurtidos. 
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Artículo 69 Pagarán un 25 por 100 los zapatos 
hechos, de hombre y mujer, las botas, toda clase 
de muebles de casa y los vestidos y ropas he­
chas, todos los muebles y utensilios de cobre, 
bronce, fierro, acero y hoja de lata, el sebo en 
pasta o manufacturado; las harinas, carnes sa­
ladas, y todo género de comestibles extranjeros. 

Artículo 79 Pagarán un 35 por 100 los aguar­
dientes y demás licores extranjeros de uva, ca­
ña, o cualesquiera otras primeras materias. 

Artículo 89 Las demás especies de mercade­
rías, caldos y efectos comerciables que no estu­
vieren expresamente comprendidos en los ar­
tículos anteriores, pagarán un 20 por 100 de 
importación. 

Artículo 99 Los expresados derechos de im­
portación se deducirán del valor establecido en 
el arancel aprobado en Cartagena a 22 de abril 
de 1817 y suplementos posteriores, hasta que 
se hagan sobre el particular las correspondientes 
reformas. 

Artículo 10. La cuota de los derechos de im­
portación establecida en los artículos preceden­
tes, se entenderá solamente con respecto a los 
cargamentos de los buques nacionales. 

Artículo 11. Los cargamentos que se intro­
duzcan en buques extranjeros, pertenecientes a 
naciones neutrales y amigas de Colombia paga­
rán un 5 por 100 más sobre los expresados dere­
chos de importación, a menos que se establezca 
ctra cosa por tratados particulares de comercio. 

Artículo 12. Se rebajará un IVz por 100 de 
importación a los derechos de los cargamentos 
que se introduzcan en buques nacionales, y 
un 5 por 100 en los extranjeros, siempre que 
procedan directamente de los puertos de Europa 
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a los de Colombia, guardando la proporción es­
tablecida en los dos artículos anteriores (1). 

Artículo 13. Esta rebaja o descuento se hará 
con relación al tanto por ciento que deban pagar 
las mercaderías y efectos comerciables, según 
la clasificación establecida desde el artículo 29 
hasta el 89. 

Artículo 14. Se revocan y anulan cualesquiera 
decretos, reglamentos y leyes que se opongan 
al tenor y observancia de la presente. 

Artículo 15. Esta ley comenzará a tener efec­
to desde 19 de enero de 1822. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en la villa del Rosario de Cúcuta, a 
25 de septiembre de 1821—119 de la Indepen­
dencia. 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco So­
to. El Diputado Secretario, Antonio José Caro. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario 
de Cúcuta, a 28 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro de Hacienda, Pedro Gual. 

(1) La rebaja otorgada por este artículo se hizo exten­
siva a los cargamentos en buques nacionales o extranjeros 
procedentes de los Estados Unidos de Norteamérica (véase 
decreto de 23 de junio de 1823, número 93 de orden). 
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3 0 
DECRETO (1) 

(29 de Septiembre) 

Que concede a la provincia de Riohacha la exención de 
algunos derechos por un año. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

Teniendo presente la exposición del Vicepre­
sidente interino de la República sobre la nece­
sidad de fomentar la miserable provincia de 
Riohacha, decreta lo siguiente: 

Se concede a la provincia de Riohacha la gra­
cia de que no paguen en aquel puerto ningún 
derecho los víveres que se introduzcan de fuera 
y sean necesarios exclusivamente para su con­
sumo. Queda igualmente libre de derechos la 
exportación del palo tinte que se haga por di­
chos puertos; y una y otra gracia durarán por 
el término de un año. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dado en el Palacio del Congreso General, en 
el Rosario de Cúcuta, a 29 de septiembre de 1821. 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secreario, Francisco So­
to. El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

(1) La gracia otorgada por este decreto fue ampliada 
a diez años por el de 5 de agosto de 1823, número 138 de 
orden. . 
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Palacio del Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 29 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro de Hacienda, Pedro Gual. 

31 
LEY( l ) 

(29 de Septiembre) 

Sobre importación de tabacos extranjeros. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

que es indispensable permitir por algún tiempo 
la introducción del tabaco extranjero por los 
puertos de la República, y deseando conciliar 
en cuanto sea posible los intereses particulares 
de los ciudadanos con los del erario nacional, 
ha venido en decretar y - .;; ; 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Se permite la introducción de ta­
bacos extranjeros por los puertos de Colombia, 
hasta que el Congreso tenga a bien volverla a 
prohibir. 

Artículo 29 Los tabacos que se introdujeren 
pagarán un 50 por 100 de derechos de impor­
tación. 

(1) Esta ley fue derogada por la de 7 de Julio de 
1823, número 103 de orden. 
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Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 27 de sep­
tiembre de 1821—119 de la Independencia. 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco Soto. 
El Diputado Secretario, Antonio José Caro. 

Palacio del Gobierno, en la villa del Rosario de 
Cúcuta, a 29 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 
JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­

lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro de Hacienda, Pedro Gual. 

32 
LEY (1) 

(29 de Septiembre) 

Sobre exención de derechos de importación a varios 
artículos. 

El Congreso General de la República 
de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

que la instrucción pública y la agricultura e in­
dustria nacional deben fomentarse del mejor 
modo posible, ha venido en decretar y 

(1) Los efectos de esta ley fueron mantenidos para 
la Nueva Granada por el artículo 4"? de la ley de 21 de 
marzo de 1832, número 735 de orden; mas luego fue 
derogada íntegramente por el artículo 24 de la ley de 13 
de junio de 1833, número 804 de orden. La derogación 
,se repitió por el artículo 42 de la ley de 5 de junio de 
1834, número 886 de orden. 
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~ : ' . r . • DECRETA LO SIGUIENTE; ' -. 

Artículo 19 Están exentos de pagar el dere­
cho de introducción por los puertos de Colom­
bia: 
. 19 Todos los libros impresos en cualquier idio­
ma, mapas, cartas geográficas, instrumentos y 
aparatos filosóficos, grabados, pinturas, estatuas, 
colecciones de antigüedades, bustos y medallas; 

29 Las herramientas de agricultura, las plan­
tas y semillas con las máquinas y utensilios 
que conduzcan a mejorar el cultivo de nuestras 
tierras y a preparar y elaborar sus frutos; 

39 Las máquinas y utensilios que de cualquie­
ra manera contribuyan a facilitar la extracción 
y elaboración del oro, plata, platino, azogue, co­
bre, fierro, acero y de todos los demás metales, 
semimetales y minerales; 

49 Todas las máquinas y utensilios que pue­
dan conducir a mejorar la navegación de nues­
tros lagos y ríos como también las conducentes 
.al fomento de nuestras manufacturas domés­
ticas de lana y algodón; 

59 Los instrumentos, utensilios y laboratorios 
correspondientes a los ciudadanos o extranjeros 
profesores de cualquiera arte liberal o mecánica, 
que lleguen a los puertos de la República a 
establecerse en su territorio y a ejercitar su 
profesión; 

69 Las máquinas y aparatos de imprenta, ti­
pos y tinta de imprimir; 

79 El oro, la plata y otros metales preciosos, 
amonedados o en pasta. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 27 de sep­
tiembre de 1821—119 de la Independencia. 
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El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco So'-
to. El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 29 de septiembre de 1821. 

.. Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro de Hacienda, Pedro Gual. 

• 33 ;• - •• • • - • • - • - - • • • - • 
- , " " : - LEY (1) ; . • ;_•' - ' ; . 

- '-, , . (29 de Septiembre) 

Sobre prohibición de importar varios artículos y arreglo 
de comercio de un puerto a otro de la República. 

El Congreso General de Colombia, 

• - . . - . CONSIDERANDO: . . 

19 Que el permitir indistintamente la intro­
ducción de varios frutos y efectos extranjeros 
de comercio por los puertos de la República 
cedería en notable perjuicio de la industria y 
agricultura del pais; 

29 Que el cambio recíproco de los productos 
naturales de la agricultura debe aumentar la 
riqueza pública; 

(1) La vigencia de esta ley se hizo extensiva a los 
puertos de la mar del sur por el decreto de 28 de julio 
de 1823, número 122 de orden. 
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39 Que este cambio recíproco y la frecuencia 
de relaciones de comercio entre los ciudadanos 
de las diferentes provincias de Colombia deben 
contribuir poderosamente a cimentar la unión, 
a promover eficazmente sus intereses propios y 
el aumento de las rentas públicas; ha venido 
en decretar y . . 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Se prohibe absolutamente la in­
troducción, por los puertos de la República, del 
café, cacao, añil, azúcares y melazas, bajo la 
pena de perderse el cargamento y buque, siem­
pre que estos artículos procedan de países ex­
tranjeros (1). 

Artículo 29 Pero se permitirá la introducción 
de los mismos artículos en buques nacionlaes 
procedentes de un puerto a otro de Colombia, 
sin causar derecho alguno, con tal que sean 
productos naturales de nuestra agricultura e 
industria. 

Artículo 39 No podrán introducirse en buques 
extranjeros mercaderías y efectos comerciales 
de ninguna clase, de un puerto a otro de Colom­
bia, a excepción de los cargamentos o parte de 
ellos que hayan traído al primer puerto de su 
arribo, y que estén comprendidos en los mani­
fiestos presentados a su llegada en las aduanas 
respectivas. 

Artículo 49 Para que los buques extranjeros 
puedan gozar de esta franquicia será indispen­
sable que las mercaderías y efectos comerciables 
que exporten de un puerto a otro permanezcan 
en el mismo estado en que han sido introducidos 
originalmente, y en los mismos cofres, cajones, 

(1) La prohibición contenida en este artículo se sus­
pendió por el término de tres años, en virtud del decreto 
de 1?' de mayo de 1826, número 302 de orden. 
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barriles, paquetes o bultos, y con las mismas 
marcas, números y señales con que salieron del 
puerto de su primera procedencia. 

Artículo 59 Los dueños, capitanes o sobrecar­
gos de los buques extranjeros procedentes de 
un puerto a otro de la República con sus car­
gamentos originales, o parte de ellos, deberán 
acreditar en el puerto adonde se dirigieren, que 
las mercaderías y efectos comerciables, que pre­
tenden introducir son el todo o parte del car­
gamento original con que llegaron al puerto 
de su arribo, acompañando al efecto un certifi­
cado de la aduana respectiva con agregación 
de un testimonio íntegro de los manifiestos pre­
sentados de dichos cargamentos en aquella ofi­
cina. 

Artículo 69 Los administradores de las adua­
nas no podrán expedir estos certificados, sin 
que los dueños, capitanes o sobrecargos de dichos 
buques extranjeros hayan satisfecho o asegu­
rado competentemente el pago de los derechos 
correspondientes al cargamento o parte del 
cargamento de que hayan dispuesto en aquel 
puerto. 

Artículo 79 Para que los buques nacionales 
puedan legitimar la introducción de mercaderías 
y efectos comerciales extranjeros, de un puerto 
a otro de Colombia, deberán exhibir solamente 
un certificado de las aduanas de su proceden­
cia, en que conste que dichas mercaderías y 
efectos han satisfecho o tienen competentemen­
te asegurado el pago de los derechos de intro­
ducción. 

Artículo 89 Las administraciones de las adua­
nas no darán los certificados que se expresan 
en el artículo anterior, sin que los que preten­
dan exportar dichas mercaderías o efectos co­
merciales manifiesten a su satisfacción la per-
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sona o personas de quien los hayan habido o 
comprado. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y cumplimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
la República de Colombia, en la villa del Rosa­
rio de Cúcuta; a 27 de septiembre de 1821—119 
de la Indepedencia. 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco So­
to. El Diputado Secretario, Miguel Santamaría. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario de Cúcuta, 
a 29 de septiembre de 1821. 

• Ejecútese. 
JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­

lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro de Hacienda, Pedro Gual. 

34 - •••'" 
LEY (1) 

(29 de Septiembre) 

Sobre derechos de exportación y exención de ellos a 
varios artículos. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

que es de absoluta necesidad uniformar los de­
rechos de extracción de los frutos y produccio-

(1) Derogada por la de 10 de julio de 1824, número 
165 de orden. 
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nes territoriales y efectos comerciables del país, 
combinando los intereses del erario público con 
los progresos de nuestra agricultura e industria, 
ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Los derechos que anteriormente 
se pagaban a la salida de los frutos, produccio­
nes territoriales y efectos comerciables del país 
bajo de varias denominaciones, se reducirán to­
dos en adelante a uno solo con el nombre pie 
derecho de exportación. 

Artículo 29 El café, algodón, azúcar prieta y 
blanca, mieles, aguardiente de caña y maderas 
de construcción, estarán por diez años exentos 
de pagar derecho alguno de exportación por los 
puertos de la República. 

Artículo 39 Los cueros, el cacao y el añil, 
pagarán un 10 por 100 de exportación sobre los 
precios corrientes de la plaza. 

Artículo 49 Las muías y caballo^, 15 por cada 
cabeza. 

Artículo 59 El ganado vacuno, doce pesos y 
medio por cada cabeza. 

Artículo 69 Los demás frutos, víveres, anima­
les, tintes, maderas preciosas y cualesquiera 
otros artículos comerciables del país que no 
se hallen expresados en los artículos anteriores, 
pagarán un 5 por 100 sobre los precios corrien­
tes de la plaza. 

Artículo 79 Los administradores de las adua­
nas fijarán en las puertas de sus oficinas, los 
días últimos de cada mes, una lista de los 
precios corrientes de la plaza, firmada y jura­
mentada por dos comerciantes y tres hacenda­
dos de conocida probidad. 
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Artículo 89 El oro amonedado pagará un 3 
por 100 de exportación en la misma moneda 
que lo cause; pero de ningún modo se podrá 
extraer por algún puerto de Colombia la plata 
amonedada o en pasta, bajo la pena de comiso: 
esta prohibición subsistirá por el término de 
dos años. 

Artículo 99 Para evitar los fraudes en la re­
caudación del 3 por ciento sobre el oro amo­
nedado, se conservará el derecho conocido con 
el nombre de extracción presunta- Este se causa 
siempre que se introducen mercaderías y efec­
tos comerciables del extranjero, cuyo valor no 
se ha registrado en las aduanas respectivas en 
oro amonedado. 

Artículo 10. Están libres del derecho de ex­
tracción presunta las mercaderías y efectos co­
merciables que se acredite haber sido compra­
dos en países extranjeros con el producto de 
los frutos y efectos extraídos por los puertos 
de la República. 

Artículo 11. Las mercaderías y efectos comer-
bles comprados a crédito en países extraños, 
pagarán el derecho de extracción presunta cua­
tro meses después de su importación, quedando 
libre su valor en oro cuando se extraiga para el 
extranjero. 

Artículo 12. Estarán igualmente libres de ex­
tracción presunta todas las mercaderías y efec­
tos comerciables que se introduzcan de un puer­
to a otro de Colombia. 

Artículo 13- Los extranjeros que vengan tem 
poralmente a nuestros puertos con cargamen­
tos de mercancías y efectos comerciables, pa­
garán a su salida el derecho de extracción pre­
sunta en razón del capital que hayan impor­
tado y vendido en ellos, conforme al valor de 
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los aforos que a su entrada se hayan hecho en 
las aduanas; mas esto no tendrá lugar siempre 
que exporten dicho valor en frutos territoriales. 

Artículo 14. Se autoriza al Poder Ejecutivo 
para que, durante la presente guerra, pueda 
prohibir temporalmente en alguno o en algunos 
puertos de la República, en donde lo crea con­
veniente, la extracción de muías, caballos y to­
da clase de artículos de primera necesidad para 
la vida. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su 
cumplimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 27 de sep­
tiembre de 1821—119, de la Independencia. 

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez Barreto. El Diputado Secretario, Fran­
cisco Soto. El Diputado Secretario, Miguel San-
tamaria. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario 
de Cúcuta, a 29 de septiembre de 1821. 

Ejecútese-
JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­

lencia el Vicepresidente interino de la República, 
el Ministro de Hacienda, Pedro Gual. 
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" : ' LEY (1) • 

,, (29 de Septiembre) 

Sobre devolución de derechos de importación a varios 
artículos exportados posteriormente para países 

• - extranjeros. 

El Congreso General de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

que es útil y ventajoso al comercio exterior el 
facilitar las exportaciones para el extranjero de 
las mercaderías, víveres y artículos de primera 
necesidad para la vida que se importan por los 
puertos de la República, procedentes de países 
extranjeros, ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Las exportaciones para el extran­
jero por los puertos de la República consistentes 
en vinos, ginebras, aguardientes de uva, cerve­
zas, víveres y artículos de primera necesidad pa­
ra la vida, procedentes de países extranjeros, go­
zarán de la franquicia de la devolución de los 
derechos que hayan pagado o deban pagar en 
su importación. 

Artículo 29 Para gozar de esta franquicia será 
indispensable que el introductor al tiempo de 
hacer su entrada, exponga bajo su palabra de 
honor, en las aduanas respectivas, que introduce 
dichos artículos con la intención de extraerlos 
en todo o en parte para otro puerto pertenecien­
te a una Nación amiga de Colombia. 

(1) Derogada por el artículo 10 del decreto de 4 de 
abril de 1826, número 282 de orden. 
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Artículo 39 Se concede el término de seis me­
ses para verificar estas exportaciones, contados 
desde el día en que hayan hecho su entrada en 
los puertos respectivos. 

Artículo 49 La concesión de este término de 
seis meses no impedirá, por consiguiente, el que 
se cobren y recauden los derechos de importa-
sión en los mismos términos y plazos señalados 
para los demás cargamentos introducidos en 
buques nacionales o extranjeros, si antes no se 
hubieren realizado dichas exportaciones. 
, Artículo 59 Dentro de los seis meses o antes, 
si lo creyere conveniente el interesado, se pre­
sentará éste a la aduana respectiva, y hacien­
do una manifestación bajo su palabra de honor 
de los artículos que desea extraer, se traslada­
rán con su inspección y reconocimiento al bu­
que destinado al efecto en los mismos barriles, 
cajones, bultos, marcas, números y señales con 
que arribaron al puerto, con tal que el valor de 
los expresados artículos no baje de quinientos 
pesos. 

Artículo 69 La devolución de los derechos de 
importación tendrá lugar el día de la salida 
del buque en que se reexporten los efectos in­
troducidos, el que se avisará ocho días antes; 
reservándose para el erario nacional el 2% por 
ciento. 

Artículo 79 Se establecerá en las contadurías 
de las provincias marítimas una caja separada, 
en que se depositen los caudales procedentes 
de los derechos de importación que se cobren 
por los efectos expresados en el artículo 19. 

Artículo 89 Los fondos que entraren en esta 
caja particular no se enterarán en las cajas or­
dinarias, hasta determinarse si ha lugar o nó 
a la devolución de los derechos de importación. 
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Artículo 99 Los efectos que se introdujeren 
con calidad de devolución, a virtud de esta ley, 
no podrán expenderse en el país sin permiso de 
los subdelegados de hacienda, con informe pre­
vio de los administradores de las aduanas, y de 
ellos se tomará razón circunstanciada en mani­
fiestos correspondientes. 

Artículo 10. Se declaran comprendidos en la 
devolución de derechos los compradores de se­
gunda mano, con tal que se verifique la extrac­
ción en los términos prescritos en el artículo 
59 y aunque los artículos de que habla el pri­
mero se extraigan en buque diferente del que 
los condujo al puerto, ; " ' 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario; de Cúcuta, a 27 de sep­
tiembre de 1821-119 de la Independencia-

El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez Barreto. El Diputado Secretario, Fran­
cisco Soto. El Diputado Secretario, Miguel San­
tamaría. 

Palacio del Gobierno, en la villa del Rosario 
de Cúcuta, septiembre 29 de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente interino de la Repúbli­
ca, el Ministro de Hacienda, Pedro Gual. 
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•36 •- •. -̂ • 
DECRETO 

(29 de Septiembre) 

Sobre arreglo de aranceles y tarifas. 

El Congreso General de Colombia, -

CONSIDERANDO: 

que son muy defectuosos los aranceles y tarifas 
que rigen en las aduanas de los puertos de la 
República para la exacción de los derechos, y 
que es absolutamente indispensable su refor­
ma, la cual de ningún modo puede verificarse 
con acierto sin tener los datos necesarios, ha 
venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 El Poder Ejecutivo recogerá to­
dos los materiales que en su concepto deban 
presentarse al próximo Congreso para reformar 
los aranceles y tarifas de las aduanas. 

Artícuo 29 Se autoriza al mismo Poder Eje­
cutivo para que pueda hacer en los aranceles 
las reformas parciales que sean necesarias para 
facilitar y aumentar entretanto el comercio na­
cional y extranjero; pero guardándose siempre 
uniformidad en todos los puertos de la Repú­
blica-

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su cum­
plimiento. 

Dado en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 27 de sep­
tiembre de 1821-119 de la Independencia. 
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El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco 
Soto. El Diputado Secretario, Antonio José 
Caro-

Palacio del Gobierno, en el Rosario 
de Cúcuta, a 29 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. ... •, - • 
JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­

lencia el Vicepresidente de la República, el Mi­
nistro de Hacienda, Pedro Gual. 

37" • • •" •- • V 7 • • 
LEY (1) ; „ ^. ,. 

(29 de Septiembre) 

Sobre derechos de toneladas. 

El Congreso General de la República 
de Colombia, 

CONSIDERANDO: 

que la uniformidad y arreglo de los derechos de 
toneladas que deben pagarse en los puertos 
habilitados de la República no puede dejar de 
facilitar y aumentar el comercio nacional y 
extranjero, ha venido en decretar y 

DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 La tonelada colombiana será 
de veinte quintales. 

(1) Derogada y sustituida por la de 28 de julio de 
1824, número 184 de orden. 

174 



Artículo 29 Los buques extranjeros pagarán 
medio peso fuerte, y los nacionales un real, por 
cada tonelada. 

Artículo 39 Los buques nacionales de veinte 
toneladas para abajo no pagarán derecho alguno 
de tonelada. 

Artículo 49 Los nacionales procedentes de un 
puerto a otro de la República, de más de veinte 
toneladas de capacidad, pagarán solamente un 
medio real por cada tonelada de exceso sobre 
las veinte mencionadas. 

Artículo 59 Se causará el derecho de tonelada 
luego que un buque mercante haya entrado y 
concluido su descarga, o diez días después de 
su entrada en un puerto habilitado; excepto 
los casos de arribada y averia después de su úl­
tima salida. 

Artículo 69 A la entrada de los buques mer­
cantes los administradores recogerán de los ca­
pitanes, maestres, o sobrecargos, los registros 
y patentes o licencias de navegación, y no los 
devolverán a su salida hasta que hagan constar 
haber abonado los derechos de tonelada. 

Artículo 79 Será de la incumbencia de los ca­
pitanes de puerto, y en su defecto de los guarda-
mayores o de los que hagan sus veces, el arre­
glo, cobro y recolección de los derechos de to­
nelada 

Artículo 89 Todos los meses se enterarán en 
la.s cajas de las aduanas los fondos procedentes 
de] derecho de tonelada, en los mismos térmi­
nos que los de introducción y extracción. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su 
cumplimiento. 

Dada en el Palacio del Congreso General de 
Colombia, en el Rosario de Cúcuta, a 27 de sep­
tiembre de 1821-119 de la Independencia. 



El Presidente del Congreso, José Ignacio de 
Márquez. El Diputado Secretario, Francisco 
Soto. El Diputado Secretario, Miguel Santa­
maría. 

Palacio del Gobierno, en el Rosario 
de Cúcuta, a 29 de septiembre de 1821. 

Ejecútese. 

JOSE MARÍA DEL CASTILLO. Por Su Exce­
lencia el Vicepresidente interino de la Repú­
blica, el Ministro de Hacienda, Pedro Gual. 

m 
LEY (1) 

(29 de Septiembre) 

Sobre registros de buques nacionales y nacionalización 
de los extranjeros. 

El Congreso General de la República 
de Colombia, -- . . .• . 

CONSIDERANDO: 

que es conveniente proteger y facihtar el co­
mercio marítimo de Colombia con las naciones 
neutrales y amigas de la República, sin com­
prometer el decoro y derechos de su pabellón, 
ha venido en decretar y 

(1) Reformada por la de 1? de mayo de 1826, número 
308 de orden, y derogada luego por el artículo 10 de la 
ley de 18 de mayo de 1843, número 1444 de orden, y 
nuevamente derogada por el artículo 19 de la ley de 25 
de abril de 1857, número 2398 de orden. (Véase sin em­
bargo el artículo 2? de la ley de 11 de abril de 1846, 
número 1633 de orden."). 
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DECRETA LO SIGUIENTE: 

Artículo 19 Se abrirán registros en que se 
tome razón de todos los buques nacionales de 
Colombia, en las aduanas de los puertos res­
pectivos en donde residan sus dueños o propie­
tarios, debiendo expresarse en ellos el número 
de toneladas, la calidad, dimensiones, contruc-
ción p.ri mitiva del buque y nombre de su capi­
tán o maestre. 

Artículo 29 Podrán inscribirse en estos regis­
tros los buques extranjeros, cualquiera que sea 
su construcción, siempre que pertenezcan en do­
minio y propiedad a un ciudadano de Colombia. 

Artículo 39 Para asentar estos registros, los 
dueños o propietarios del buque deberán pres­
tar ante los jefes de las aduanas a quienes co­
rresponda, el juramento de que dicho buque es 
propio suyo, que no pertenece de ninguna ma­
nera a los subditos o ciudadanos de otra nación, 
que se comprometen a no tomar al mismo tiem­
po otro pabellón que el de Colombia, y de que 
siempre que el buque salga al mar deberá su 
tripulación componerse de más de la mitad de 
ciudadanos o naturales del país-

Articulo 49 Los contraventores al artículo an­
terior incurrirán, además de las penas a que 
por las leyes comunes están sujetos los perjuros, 
en la de cincuenta pesos de multa por cada diez 
toneladas del buque con que se ha infringido 
lo que en él se establece. 

Artículo 59 Los intendentes de los departa­
mentos marítimos podrán conceder a nombre 
de la República, y por el término de cuatro años, 
títulos o patentes mercantiles de navegación 
a los buques extranjeros cuyos dueños preten­
dan nacionalizarlos, dando cuenta al Gobier-
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no por la secretaría respectiva. Para obtener 
esta concesión, los dueños o propietarios de di­
chos buques deberán acompañar los registros 
practicados en las aduanas de su residencia. 

Artículo 69 En los títulos o patentes de na­
vegación se expresará el nombre del capitán 
o maestre, el del propietario, y la calidad y ca­
pacidad del buque con referencia a los regis­
tros en virtud de los cuales han sido expedidas. 

Artículo 79 Los registros y patentes mercan­
tiles de navegación se renovarán siempre que 
pase de un ciudadano a otro la propiedad y 
dominio del buque, o que se hagan alteracio­
nes notables en su calidad y construcción, o 
que se mude el nombre o título de dicho buque, 
o cuando se aumente o disminuya el número 
de sus toneladas. 

Artículo 89 Cuando los dueños y propietarios 
del buque quieran mudar de capitán o maestre 
no será necesario renovar del todo los registros 
y patentes, debiendo solamente ocurrir al res­
pectivo gobernador y administrador de aduana 
para que en ellos se hagan las correspondien­
tes anotaciones. 

Artículo 99 Ningún buque mercante de Co­
lombia podrá navegar sin registro, patente y 
rol de su tripulación, bajo la pena de embargo 
y confiscación del buque, velamen, aparejos y 
utensilios de su pertenencia. 

Artículo 10. Todo buque registrado y paten­
tado, conforme al tenor de la presente ley, go­
zará de todos los privilegios correspondientes a 
los nacionales, cualesquiera que sean su cons­
trucción, capacidad y origen primitivo. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo para su pu­
blicación y observancia. 
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